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Mexicali, Baja California, diez de febrero de dos mil diecisiete. 

SENTENCIA que confirma el Dictamen treinta y cinco de la 

Comisión del Régimen de Partidos Políticos y Financiamiento del 

Consejo General Electoral del Instituto Estatal Electoral de Baja 

California, relativo a la verificación del cumplimiento de los requisitos 

legales y estatutarios en la remoción y designación de los 

Secretarios de Finanzas; Acción Política, Formación y Capacitación 

Cívica; Acción Juvenil; Promoción Política de la Mujer; y 

Comunicación Social, todos del Comité Ejecutivo Estatal del Partido 

de Baja California.  

GLOSARIO  

Comisión del 
Régimen: 

Comisión del Régimen de Partidos 
Políticos y Financiamiento, del Instituto 
Estatal Electoral de Baja California 

Comité Ejecutivo: Comité Ejecutivo Estatal del Partido de 
Baja California 

Consejo Político: Consejo Político Estatal del Partido de 
Baja California 

Consejo General y/o 
autoridad 
responsable:  

Consejo General Electoral del Instituto 
Estatal Electoral de Baja California 
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Constitución federal: Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Constitución local: Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Baja California 

Dictamen treinta y 
cinco y/o acto 
reclamado: 

Dictamen relativo a la verificación del 
cumplimiento de los requisitos legales y 
estatutarios en la remoción y designación 
de los Secretarios de Finanzas; Acción 
Política, Formación y Capacitación 
Cívica; Acción Juvenil; Promoción 
Política de la Mujer; y Comunicación 
Social, todos del Comité Ejecutivo Estatal 
del Partido de Baja California 

Estatutos: Estatutos del Partido de Baja California 

Instituto Electoral: Instituto Estatal Electoral de Baja 
California 

Ley Electoral: Ley Electoral del Estado de Baja 
California 

Ley General: Ley General de Partidos Políticos 

PBC y/o partido:   Partido de Baja California 

Reglamento Interior: Reglamento Interior del Instituto Estatal 
Electoral del Estado de Baja California. 

Tribunal: Tribunal de Justicia Electoral del Estado 
de Baja California 

 

1. ANTECEDENTES DEL CASO 

1.1. Primera Convocatoria. El nueve de agosto de dos mil 

dieciséis,1 el presidente del Consejo Político del partido 

emitió convocatoria a efecto de celebrar sesión  el once de  

agosto.  

1.2. Acta de Sesión. El once de agosto, se celebró sesión del 

Consejo Político en la cual se aprobó la revocación de 

César Guadalupe Loustaunau Terán, Secretario de 

Finanzas; Felipe de Jesús Mayoral Mayoral, Secretario de 

Acción Política, Formación Electoral y Capacitación 

Cívica; Rodrigo Anibal Otañez Licona, Secretario de 

                                                      
1
 Las fechas que se citan en esta sentencia corresponden al año dos mil dieciséis, 

salvo mención expresa en contrario. 
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Acción Juvenil; Lorena Mariela Noriega Vélez, Secretaria 

de Promoción Política de la Mujer y José de Jesús García 

Ojeda, Secretario de Comunicación Social, todos del 

Comité Ejecutivo.   

1.3. Renuncia. El once de agosto, Felipe de Jesús Mayoral 

Mayoral, Secretario de Acción Política, Formación 

Electoral y Capacitación Cívica, presentó ante el Comité 

Ejecutivo renuncia a su cargo. 

1.4. Segunda Convocatoria. El veinticinco de agosto, el 

presidente del Consejo Político del partido emitió 

convocatoria a efecto de celebrar sesión del Consejo el 

veintisiete de  agosto.  

1.5. Acta de Sesión. El veintisiete de agosto, se celebró 

sesión de Consejo Político, en la cual se aprobó la 

designación de los nuevos integrantes del Comité 

Ejecutivo, con excepción de Presidencia y Secretaria 

General, así como la ratificación al Secretario de Acción 

Juvenil, Rodrigo Anibal Otañez Licona. 

1.6. Escritos de Conformidad. Mediante escritos de 

veintinueve de agosto, sin sello de recibido, firmados 

aparentemente por José de Jesús García Ojeda, 

Secretario de Comunicación Social; César Guadalupe 

Loustaunau Terán, Secretario de Finanzas; y Rodrigo 

Anibal Otañez Licona, Secretario de Acción Juvenil; 

manifestaron su conformidad a los acuerdos realizados en 

fechas once y veintisiete de agosto.  

1.7. Inspección ocular. El nueve de septiembre, el 

representante del partido ante el Consejo General, le 

solicitó efectuar una inspección ocular en el domicilio de 

las oficinas del Comité Ejecutivo, a fin de constatar la 

existencia de diversos documentos. 

1.8. Escrito de modificación del Comité Ejecutivo. El 

diecisiete de octubre, el Presidente del Comité Ejecutivo 

del partido, presentó ante oficialía de partes del Consejo 

General escrito mediante el cual informa las 

modificaciones efectuadas a la integración del Comité 

Ejecutivo, mismo que fue turnado a la Comisión del 

Régimen el veintiuno de octubre. 
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1.9. Sesión de Dictaminación.  El veintiocho de noviembre, 

se llevó a cabo la sesión de la Comisión del Régimen, con 

el objeto de discutir y aprobar en su caso, el proyecto de 

Dictamen treinta y cinco.  

En esta misma fecha, el representante del partido ante el 

Consejo General, presentó un escrito mediante el cual 

manifestó que con relación a la acreditación de las nuevas 

designaciones del Comité Ejecutivo, exhibía tres escritos, 

consistiendo estos en una renuncia al partido por parte de 

la Secretaria de Promoción Política de la Mujer, y dos 

renuncias al cargo de Secretario de Finanzas y Secretario 

de Comunicación Social, respectivamente. 

1.10. Acto Reclamado. El quince de diciembre, se llevó a cabo 

la sesión del Consejo General mediante el cual se aprobó 

el Dictamen treinta y cinco. 

1.11. Recurso de Inconformidad. El diez de enero de dos mil 

diecisiete, Salvador Guzmán Murillo, en su carácter de 

representante suplente del partido, interpuso ante el 

Instituto Electoral, recurso de inconformidad en contra del 

Dictamen treinta y cinco.  

1.12. Recepción de Recurso. El diecisiete de enero de dos mil 

diecisiete, el Instituto Electoral, remitió a este Tribunal el 

medio de impugnación en cuestión, así como el informe 

circunstanciado y demás documentación que estimó 

pertinente.  

1.13. Radicación y turno a ponencia. Mediante acuerdo de 

diecisiete de enero de dos mil diecisiete, fue radicado el 

recuro en comento en este Tribunal, asignándole la clave 

de identificación RI-03/2017 y turnado a la ponencia del 

magistrado citado al rubro. 

1.14.  Auto de Admisión y cierre de instrucción. El treinta y 

uno de enero de dos mil diecisiete, se dictó auto de 

admisión de las pruebas aportadas por las partes y el siete 

de febrero del presente año, se dictó el cierre de 

instrucción, quedando en estado de resolución. 
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2. COMPETENCIA DEL TRIBUNAL 

 

El Tribunal Electoral tiene jurisdicción y es competente para conocer 

y resolver el presente Recurso de Inconformidad, toda vez que se 

trata de una impugnación interpuesta por el representante legítimo 

de un partido político relacionada con un acto o resolución de un 

órgano electoral que no tiene el carácter irrevocable.  

 

Lo anterior, conforme a lo dispuesto por los artículos 2, fracción I, 

inciso b) de la Ley del Tribunal Electoral del Estado de Baja 

California y 283, fracción I, de la Ley Electoral. 

 

3. PROCEDENCIA 

 

El recurso que se analiza reúne los requisitos de procedencia 

previstos en los artículos 288 y 295 de la Ley Electoral, como se 

acordó en el respectivo auto de admisión, por lo que resulta 

procedente entrar al estudio de fondo del asunto planteado. 

 

4. ESTUDIO DE FONDO 

4.1. Planteamiento del caso 

El partido inconforme expresa seis agravios, los cuales consisten 

en:  

 

Primero: La Comisión del Régimen violó la “Garantía de Audiencia y 

Legalidad” que protegen el Derecho Humano del debido proceso, 

consagrado en los artículos 14 y 16 de la Constitución federal, así 

como el artículo 25 del Reglamento Interior, toda vez que no 

convocó para una audiencia a efecto de ofrecer pruebas. 

 

Segundo: Se violó la Garantía de Legalidad que protege el Derecho 

Humano del debido proceso, al dejar de observar el artículo 25 

inciso I) de la Ley General, que establece para el Instituto Electoral 

un plazo que no exceda de treinta días naturales a efecto de dictar la 

resolución de cumplimiento a las normas constitucionales y legales; 

por lo que si la Autoridad responsable no emitió el Dictamen treinta y 

cinco, dentro del término de treinta días naturales, provocó como 

consecuencia el consentimiento tácito de los actos partidistas. 
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Tercero: a) Se violentó el principio de congruencia de las 

resoluciones; la garantía de fundamentación y argumentación, y 

como consecuencia, la violación al principio de autogobierno de los 

partidos políticos, cuando determina la falta de publicidad a la 

convocatoria para la sesión del once de agosto; b) Lo irrelevante de 

la postura de la autoridad responsable, cuando determina que era 

necesario establecer la remoción de los secretarios del Comité 

Ejecutivo en el orden del día; y c) Se violentó el derecho humano de 

acceso a la justicia, libre desarrollo, libertad política, al dejar de 

atender diversos escritos de renuncias a los cargos de secretarios 

del Comité Ejecutivo, e inclusive a la militancia del partido. 

 

Cuarto: a) Se violentó el principio de congruencia de las 

resoluciones; la garantía de fundamentación y argumentación, y 

como consecuencia, la violación al principio de autogobierno de los 

partidos políticos, cuando determina la falta de publicidad a la 

convocatoria para la sesión del once de agosto; y b) Que se 

violentaron los artículos 66, 69 y 79 de los Estatutos del partido, 

puesto que la autoridad solo se limitó a decir que no se cumplió con 

lo establecido en ellos, sin fundar y motivar de forma correcta su 

resolución. 

 

Quinto: La autoridad responsable violó el derecho humano de 

acceso a la justicia, y protección a los derechos políticos, 

consagrados en los artículos 17 y 35 de la Constitución federal, 

porque al no aprobar los actos partidistas, debió establecer los 

lineamientos bajo los cuales se debería regularizar el procedimiento 

respectivo. 

 

Sexto: Se violentó el artículo 25 inciso I) de la Ley General, toda vez 

que no es posible declarar la nulidad de los acuerdos partidistas por 

incumplimiento a informar al Instituto Electoral en el plazo de diez 

días, al no estar regulado como consecuencia. 

 

La Lectura del escrito recursal y la identificación de los agravios, se 

hace a la luz de la Jurisprudencia 04/99 emitida por la Sala Superior 

de rubro: “MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA 

ELECTORAL. EL RESOLUTOR DEBE INTERPRETAR EL 
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OCURSO QUE LOS CONTENGA PARA DETERMINAR LA 

VERDADERA INTENCIÓN DEL ACTOR,”2 que impone a los 

órganos resolutores de los medios de impugnación en materia 

electoral, el deber de interpretar los escritos de demanda, con el 

objeto de determinar con precisión la verdadera intención de quienes 

promueven.  

 

En ese orden de ideas, se analizarán los motivos de disenso en el 

orden señalado, a fin de dilucidar si en lo que fue materia de 

impugnación, la improcedencia de la remoción contenida en el 

Dictamen treinta y cinco, se ajustó a la Constitución federal, 

Estatutos del partido, así como al sistema normativo electoral en 

general, o si por el contrario, no fue conforme a derecho. 

 

4.2. Derecho de audiencia y ofrecimiento de pruebas. (agravio 

primero) 

 

Es parcialmente fundado lo alegado por el recurrente (pero a la 

postre inoperante), cuando sostiene que la Comisión del Régimen 

violó su “Garantía de Audiencia y de Legalidad” que protegen el 

Derecho Humano del debido proceso, consagrados en los artículos 

14 y 16 de la Constitución federal; con relación al artículo 25 del 

Reglamento Interior, el cual dispone este último que las Comisiones 

podrán realizar audiencias, como reuniones de trabajo con los 

representantes e interesados, con el objeto de emitir sus opiniones y 

ofrecer sus pruebas. 

 

Es de comentarse que en términos del artículo 33, párrafo segundo, 

de la Ley Electoral, el Instituto Electoral es el depositario de la 

autoridad electoral y responsable del ejercicio de la función pública 

de organizar las elecciones, así como los procesos de plebiscito, 

referéndum y consulta popular. Entre sus fines se encuentra 

contribuir al desarrollo de la vida democrática en el Estado. 

 

En ese tenor, sus actividades se rigen por los principios rectores de 

certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad 

y objetividad, y acorde al artículo 36 de dicho ordenamiento, ejerce 

                                                      
2
 Revista Justicia Electoral 2000, suplemento 3, página 17.  
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sus funciones en todo su territorio, para lo cual concurren a su 

integración, entre otros, un órgano de dirección que es el Consejo 

General. 

 

Por su parte, el Consejo General es un órgano superior de dirección, 

responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones 

constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar 

que los principios en la materia guíen todas las actividades del 

Instituto Electoral, teniendo en relación con ello dentro de sus 

atribuciones y conforme a lo previsto en el artículo 46, fracción XXIX, 

de la Ley Electoral, el que las actividades de los partidos políticos se 

desarrollen con apego a la ley y cumplan con las disposiciones a 

que están sujetos.  

 

Con base en ello, el artículo 45 de la Ley Electoral, dispone que para 

el desempeño de sus atribuciones, el Consejo General funcionará en 

pleno o en comisiones, siendo éstas permanentes o especiales3 y de 

conformidad con dicho precepto, en todos los asuntos que se les 

encomienden, deberán presentar un informe, opinión, punto de 

acuerdo o dictamen,4 según sea la naturaleza del asunto turnado, 

fundándolos y motivándolos, en los que consideren las opiniones de 

los partidos políticos y las pruebas que se hubiesen presentado 

cuando sea el caso, para ser sometidos a consideración del Consejo 

General.5 

 

En ese sentido, las comisiones son órganos técnicos que 

contribuyen al desempeño de las atribuciones del Consejo General, 

cuyos actos son preparatorios y no definitivos para el dictado del 

acuerdo o resolución correspondiente por parte de éste último, que 

en todo caso constituye la resolución definitiva.  

 

En ese tenor, en términos del artículo 25, numeral 1, del Reglamento 

Interior, las Comisiones podrán realizar audiencias, reuniones entre 

                                                      
3
 Ello se recoge en el artículo 23, numeral 1, del Reglamento Interior. 

4
 Lo cual constituye el objeto de las Comisiones, en términos del artículo 23, 

numeral 2, del Reglamento Interior 
5
 Lo anterior se corrobora del artículo 23 del Reglamento Interior del Instituto 

Electoral, que dispone como función de las comisiones el estudio, análisis, opinión 
o dictamen de los asuntos que se le encomienden, asuntos que se turnarán al 
Pleno para su análisis o acuerdo definitivo. 
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Consejeros, reuniones de trabajo con representantes de los partidos 

políticos y sesiones de dictaminación, a efecto de resolver sobre los 

asuntos que les sean turnadas a estas.  

 

Conforme a lo anterior, convocar a una audiencia es potestativo y no 

una obligación, lo anterior, porque el vocablo “podrán” del verbo 

poder implica “Tener expedita la facultada o potencia de hacer 

algo”6. 

 

La audiencia es el evento por el cual la Comisión admite y escucha 

los razonamientos de los representantes o ciudadanos involucrados 

en un determinado asunto,7 y la sesión de dictaminación es el 

evento mediante el cual se presenta para su discusión, modificación 

y, en su caso, aprobación, el proyecto de resolución sobre un asunto 

turnado8, para ambos eventos se prevé que las partes involucradas  

puedan manifestar sus opiniones y en su caso, ofrecer las pruebas 

que reconozca la Ley Electoral.9 

 

Es decir, que se realicen audiencias, reuniones con consejeros y 

reuniones de trabajo, con representantes de los partidos políticos, es 

una atribución de dicho órgano, y no una obligación, como lo 

pretende hace ver el recurrente, por lo que resulta una cuestión 

potestativa y no vinculante.  

 

En el caso concreto, el diecisiete de octubre, Héctor Reginaldo 

Riveros Moreno, en su carácter de Presidente del Comité Ejecutivo, 

presentó en Oficialía de Partes del Consejo General, escrito 

mediante el cual informaba la revocación de los cargos a diversos 

dirigentes, así como la nueva integración a los mismos,10 ajuntando 

probanzas las cuales se describen en el punto 4 de los antecedentes 

del Dictamen treinta y cinco, y que fueron motivo de análisis como 

se advierte del mismo.  

 

                                                      
6
 Según el Diccionario de la Real Academia Española, consultado en la página de 

internet: http://dle.rae.es/?id=TU1KCfY|TU2nLT0  
7
 Artículo 25 punto 3. Inciso a) del Reglamento Interior 

8
 Artículo 25 punto 3 inciso d) del Reglamento Interior 

9
 Artículo 25 punto 4. inciso b) y punto 8, del Reglamento Interior 

10
 Obrante de foja 101 a la 102 de autos. 
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Documentales que forman parte integrante del expediente relativo a 

la verificación del cumplimiento a los requisitos constitucionales y 

legales en la remoción y designación de los secretarios del Comité 

Ejecutivo, remitido en copia certificada por la autoridad 

responsable,11 certificación que al ser expedida por una autoridad en 

ejercicio de sus atribuciones tiene valor probatorio pleno, conforme 

con lo dispuesto en el artículo 323 de la Ley Electoral, en cuanto a la 

existencia de los documentos. 

 

Así entonces, tenemos que no le asiste la razón al recurrente 

cuando afirma en primer término que se le negó su derecho de 

audiencia para efecto de ofrecer pruebas ante la Comisión del 

Régimen, porque como se analizó previamente, presentó el 

diecisiete de octubre diversas probanzas, de igual manera, estuvo 

en la posibilidad de presentar en cualquier momento más elementos 

de prueba que hubiere considerado, sin la necesidad de una 

audiencia para tal efecto. 

 

Por el contrario, en términos del artículo 25 del Reglamento Interior, 

la Comisión del Régimen convocó a sesión de dictaminación del 

veintiocho de noviembre, en la que participó el representante que 

hoy recurre. 

 

Además, el veintiocho de noviembre, día en que se analizó por parte 

de la Comisión del Régimen, el Dictamen treinta y cinco, el 

representante del PBC, realizó las manifestaciones que determinó 

convenientes, como se advierte del desahogo de la diligencia de 

inspección ocular del disco compacto identificado con el número “2”, 

llevada a cabo por este Tribunal, el dos de febrero del presente 

año,12 a la que se le concede valor probatorio pleno en términos de 

los artículos 322 y 323 de la Ley Electoral. 

 

Acta circunstanciada que adminiculada con la versión estenográfica 

de la sesión de la Comisión del Régimen del veintiocho de 

noviembre, así como del escrito presentado en esa misma fecha 

ante la citada Comisión, alcanzan mayor fuerza probatoria para 

                                                      
11

 Obrante de foja 47 a la 100 de autos. 
12

 Obrante a foja 238 a la 254 de autos. 
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demostrar que contrario a lo que el señala el recurrente no se le 

negó la oportunidad de ofrecer elementos probatorios que consideró 

convenientes, lo anterior en términos del artículo 323 de la Ley 

Electoral. 

 

Ahora bien, con relación a que se le haya negado su derecho de 

audiencia a efecto de ofrecer pruebas durante la sesión de 

dictaminación, le asiste parcialmente la razón al impetrante, lo 

anterior porque como se advierte del acta de sesión de veintiocho de 

noviembre13, como de las documentales que conforman el 

expediente treinta y cinco remitidas en copias certificadas por la 

responsable, el representante del PBC presentó un escrito14 a efecto 

de acreditar las nuevas designaciones del Comité Ejecutivo, al que 

anexó, una renuncia al partido por Lorena Mariela Noriega,15 

Secretaria de Promoción Política de la Mujer, y dos renuncias al 

cargo, por César Guadalupe Loustaunau Terán,16 Secretario de 

Finanzas y José de Jesús García Ojeda,17 Secretario de 

Comunicación Social, respectivamente. 

 

Con relación a lo alegado por el recurrente, del acta de sesión de 

dictaminación de veintiocho de noviembre, encontramos lo siguiente: 

 

“Acto seguido, en uso de la voz el PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 

el C. DANIEL GARCIA GARCIA, manifestó…en el caso de Lorena 

Mariela que ahora se está presentando un escrito que no se hizo 

en su momento repito un escrito que no se presentó en su 

momento de fecha 11 de octubre de 2016 donde dice por medio 

de este conducto quien suscribe Lorena Mariela Noriega Vélez 

que a la fecha venía fungiendo como secretaria de promoción 

política de la mujer hago de su conocimiento mi renuncia 

irrevocable al partido de Baja California ya que no obstante de 11 

años de militancia en este Instituto Político con tristeza he 

podido comprobar la falta de respeto hacia mi género al grado de 

violentar mis derechos Políticos dejándome en un estado de 

vulnerabilidad en el pasado proceso electoral donde fui víctima 

de la violencia ejercida por algunos dirigentes de este instituto 

además de esto veo una mala administración de los recursos 

                                                      
13

 Obrante de foja 179 a la foja 232 de autos. 
14

 Obrante de foja 97 a la foja 100 de autos.  
15

 Con sello de recibido del día doce de octubre por el Comité Ejecutivo.  
16

 Con sello de recibido del día veinticinco de noviembre por el Comité Ejecutivo. 
17

 Con sello de recibido del día veinticinco de noviembre por el Comité Ejecutivo. 



 
RI-03/2017 

12 

que recibe el partido sumando a esto la revocación ilegal de 

algunas Secretarías y la falta de apoyo durante este año para la 

ejecución del programa anual de trabajo de promoción de la 

mujer, no podemos nosotros aprobar creo yo una revocación 

tampoco hecha en estos términos deben ser ejemplo Partidos 

Políticos de garantizar los derechos de todos los militantes 

entonces de ahí que si no es procedente la revocación tampoco 

puede ser procedente la designación. Además de que en un 

proceso de designación como bien la punta lo apunta la Consejera 

Graciela Amezola existe además un procedimiento y que tendríamos 

además que revisar si los ciudadanos propuestos para estos cargos 

reúnen los requisitos que establece los Estatutos lo cual no lo hicimos 

verdad primero porque, la revocación establece la premisa. Y 

segundo Porque además no se integraron en la solicitud es decir en 

la solicitud no se enlistaron los requisitos de estos ciudadano.
18

-------- 

[…] 

En el uso de la voz la CONSEJERA GRACIELA AMEZOLA 

CANSECO, manifestó…En el caso de la remoción, nada más para 

reiterar, con los elementos que se tienen en este momento como 

Consejera en este dictamen y en el expediente que obra, la garantía 

de audiencia no es posterior al acto de privación es antes, y de hecho 

el dictamen, así invoca la tesis de la Suprema Corte de la Justicia que 

establece como debemos entender esta garantía de audiencia 

contemplada en el artículo 14 constitucional y que es a la que hace 

de alguna manera alusión el propio estatuto del partido, la audiencia 

constitucional.
19

------------------------------------------------------------------------ 

[…] 

Acto seguido en el uso de la voz el REPRESENTANTE DEL 

PARTIDO DE BAJA CALIFORNIA, el C. SALVADOR GUZMÁN 

MURILLO, señaló…pues este no es el momento, claro que sí es el 

momento porque estamos en el análisis del dictamen y en el análisis 

de toda la documentación soporte que tiene este consejo que revisar  

para llegar a una determinación, y si este no es el momento puesto 

entonces cual será, porque si quiero decirles que en ningún momento 

me requirieron a mí, desde el 17 de octubre que les entregue esta 

documentación, para pedirme un solo documento soporte adicional a 

la información que les entregó, jamás recibí un solo requerimiento o 

una sola petición de aclarar alguna situación, que me parece que eso 

es lo que debe de hacer el consejo, porque yo iniciaba mi platica 

diciendo, bueno, hay voluntad o no hay voluntad, y decía, yo creo que 

si hay voluntad otra cosa seria, entonces yo nada más cerraría con 

esa situación de que en el caso concreto, si deberás existiera 

voluntad haríamos una moción suspensiva para revisar a fondo este 

asunto, revisar este dictamen que quiero decirles, yo ya no sé cómo 

                                                      
18

 Obrante de foja 215 a 216 de autos. 
19

 Obrante de foja 225 a 226 de autos.  
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quedó, y yo les pediría que me lo entregaran tal cual, pero además 

que entregaran toda la documentación soporte que nosotros hicimos 

llegar aquí, porque de lo contrario los representantes no saben la 

historia de este asunto interno, y nada más comentarles que el 

partido de baja california en su vida interna si tiene problemas 

pero lo ha sabido superar, como es en este caso, a través del 

dialogo con cada una de esas personas que fueron removidas, 

se dialogó con ellos  y se logró que estas personas aceptaran de 

alguna manera esta remoción por la vida interna del partida y 

algunos inclusive dijeron que ya no querían estar ahí porque 

tenían otras cosas que hacer, entonces ustedes están queriendo 

imponer un comité contrario a la intención de los propios 

integrantes actuales que ya está ahí de manera expresa, uno 

inclusive renuncia al partido, entonces, que voy a hacer? Le voy a 

notificar que a pesar de que renuncia al partido regrese? Que 

tenemos su garantía de audiencia? me parece que eso no es lo 

adecuado. Por último la moción suspensiva me gustaría saber su 

opinión, ya nada más para cerrar, muchas gracias Presidente
20

.-------- 

En el uso de la voz el PRESIDENTE DE LA COMISIÓN el C. DANIEL 

GARCÍA GARCÍA, señaló nada más les aclaro que todo lo que 

entrego en la solicitud el Partido baja California en fecha 17 de 

octubre 2016 está aquí en el expediente, quiero aclarar eso 

porque pareciera que deja entre ver o a lo mejor lo está diciendo 

de manera muy clara que no se están incluyendo documentales 

presentadas en la solicitud, y eso parece que es delicado aquí 

está toda las documentales que presento, si posterior mente 

presento otros oficios o documentos bueno pues como dijo el 

representante de movimiento ciudadano no podemos estar 

agregando, porque esto es lo que presento la presidencia, 

primero se presenta el presidente del Consejo General y él nos 

remite a la Comisión y la Comisión no va a estar buscando otros 

documentos porque pareciera que tenemos un interés todo está 

en este expediente tenemos que resolver y eso también lo tengo 

que aclarar conforme a los principios  rectores de la comisión 

política electoral que nos rigen, es decir más a la de la voluntad 

tenemos que ser objetivos y parciales apegarnos a la legalidad 

eso es lo que debemos hacer y por supuesto que mejor  

quisiéramos que ustedes a la primera cumplieran y así verdad no 

tener estas sesiones  tan complicadas, pero pues es la vida 

interna y ahí ustedes son los que deciden y nosotros aparte 

revisar los que nos presentan y resolver en consecuencia, bien 

Secretaria Técnica hay una petición del representante de 

Movimiento Ciudadano, yo creo que esto lo podemos hacer sin 

necesidad de una votación, debemos ya pasar la votación 

                                                      
20

 Obrante de la foja 229 a la foja 230 de autos. 
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porque este tema está ampliamente discutido y no solo discutido 

sino ampliamente explicado, y a mi juicio deberíamos ya 

someterme ya no sé si las Consejeras compartan esta misma 

opinión, entonces.
21

---------------------------------------------------------------- 

[…] 

Acto seguido la SECRETARIA TECNICA LA C. SILVIA BADILLA 

LARA, señalo, claro que si, por instrucciones del Consejero 

Presidente de la Comisión del Régimen de Partidos Políticos y 

Financiamiento, se pregunta a los Consejeros Electorales 

integrantes de la misma si están a favor o en contra de la moción 

suspensiva solicitada se sirva a manifestar su voto por el lado 

derecho del Presidente dando en voz alta su nombre y apellido, 

añadiendo la expresión a favor o en contra
22

.--------------------------------- 

[…] 

Acto seguido en el uso de la voz la SECRETARIA TECNICA LA C. 

SILVIA BADILLA LARA. Le informe que existen 3 votos en 

contra.
23

-------------------------------------------------------------------------------” 

 

Énfasis añadido. 

 

Como se advierte de lo antes trascrito, el representante del PBC, 

solicitó una moción suspensiva a efecto de que se analizara, los 

escritos de renuncia a la militancia del partido, por Lorena Mariela 

Noriega, Secretaria de Promoción Política de la Mujer, así como al 

cargo, por César Guadalupe Loustaunau Terán, Secretario de 

Finanzas y José de Jesús García Ojeda,24 Secretario de 

Comunicación Social, respectivamente. 

 

Sin embargo, el Presidente de la Comisión del Régimen manifestó 

que con relación a la renuncia como militante de la C. Lorena 

Mariela Noriega Vélez, no era posible aprobar una revocación hecha 

en esos términos, por lo que con relación a la moción suspensiva 

una vez que se discutió el tema por los consejeros integrantes de la 

Comisión del Régimen, se resolvió no aprobar su solicitud a la 

moción. 

 

Lo anterior, puesto que como se advierte del acta de sesión de 

veintiocho de noviembre, y de los escritos de los secretarios, fue 

                                                      
21

 Obrante a foja 230 de autos. 
22

 Obrante a foja 231 de autos. 
23

 Obrante a foja 232 de autos. 
24

 Con sello de recibido del día veinticinco de noviembre por el Comité Ejecutivo. 
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motivo de discusión y análisis entre consejeros y representantes de 

partidos políticos, los escritos de renuncia ofrecidos por el PBC.  

 

Documental consistente en acta de la sesión del veintiocho de 

noviembre qué, adminicula entre sí con el escrito de veintiocho de 

noviembre contenido en copias certificadas del expediente treinta y 

cinco, e inspección ocular en el disco compacto, generan convicción 

sobre la veracidad de los hechos ocurridos, lo anterior conforme a 

los artículos 312, fracción III, 318, 322 y 323 de la Ley Electoral. 

 

Así entonces, si bien se advierte del acta de sesión de veintiocho de 

noviembre que estos fueron materia de análisis y discusión por parte 

de los consejeros electorales, era obligación de la Comisión del 

Régimen pronunciarse respecto de los mismos, en el Dictamen 

treinta y cinco, lo anterior con fundamento en el artículo 25 numeral 

3, 4, inciso d), y numeral 8, del Reglamento Interior. 

 

Ahora, si bien la Comisión del Régimen debió pronunciarse con 

relación a los escritos de renuncia antes aludidas, lo cierto es que 

éstos en nada abonan a las remociones de once de agosto, 

realizadas por el Comité Ejecutivo, puesto que de su contenido no 

se deprende razones que la justifiquen, resultando inoperantes para 

acreditar la procedencia de los actos partidistas llevados a cabo por 

el Consejo Político.  

 

Sin que pase inadvertido para esta autoridad que los escritos de 

renuncias son de fecha posterior a las sesiones de once y veintisiete 

de agosto, como el hecho de que estos escritos se presentaron ante 

el Comité Ejecutivo, el doce de octubre y veinticinco de noviembre, y 

a la fecha en que se exhibieron ante el Instituto Electoral el 

veintiocho de noviembre, transcurrieron cuarenta y siete días, por 

cuanto hace al escrito de Lorena Mariela Noriega Vélez, y tres días 

en los escritos de César Guadalupe Loustaunau Terán y José de 

Jesús García Ojeda, sin que el representante los haya exhibido con 

anticipación a fin de que la Comisión del Régimen pudiera 

determinar el desahogo de audiencias para su valoración. 
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Siguiendo esta línea, lo que si se advierte precisamente del escrito 

presentado por Lorena Mariela Noriega, Secretaría de Promoción 

Política de la Mujer, es la inconformidad por revocaciones ilegales 

de algunas de las secretarías, lo que será motivo de análisis más 

delante en la presente resolución. 

 

Así entonces, a ningún fin práctico llevaría revocar el Dictamen 

treinta y cinco a efecto de que la responsable se pronunciara sobre 

las renuncias presentadas el veintiocho de noviembre, ya que 

resultan inoperantes para acreditar el cumplimiento a las normas 

Constitucionales y legales de los acuerdos tomados por el Consejo 

Político, particularmente los emitidos el once de agosto. 

 

Finalmente se observa, que el PBC, debió en su caso instaurar el 

procedimiento de ratificación de los escritos de renuncia, a cargo de 

César Guadalupe Loustanaunau Terán, Felipe de Jesús Mayoral 

Mayoral, Rodrigo Anibal Otañez Licona, Lorena Mariela Noriega 

Vélez, y José de Jesús García Ojeda, a efecto de verificar la 

autenticidad de sus dichos, lo anterior en términos de la 

Jurisprudencia número 39/201525 de rubro: “RENUNCIA. LAS 

AUTORIDADES Y ÓRGANOS PARTIDISTAS DEBEN 

CONFIRMAR SU AUTENTICIDAD”. 

 

Y derivado del procedimiento conforme a la citada jurisprudencia, 

determinar en su caso la existencia de vacantes en los cargos 

partidistas. 

 

4.3. Cumplimiento parcial por parte del Consejo General de 

dictar la resolución de cumplimiento a las normas 

constitucionales y legales. (agravio segundo) 

 

Es parcialmente fundado lo alegado por el partido recurrente, 

cuando señala que la Autoridad responsable violó la “Garantía de 

Legalidad”, al omitir resolver en un plazo de treinta días naturales la 

procedencia constitucional y legal de los acuerdos tomados por los 

partidos políticos, en contravención con el artículo 25 inciso I) de la 

                                                      
25

 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, Año 8, Número 17, 2015, páginas 48 y 49. 
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Ley General.26 Empero ello no implica consentimiento tácito de los 

actos partidistas como se pretende por el PBC, a razón de lo 

siguiente. 

 

Como se advierte de autos, el diecisiete de octubre, Héctor 

Reginaldo Riveros Moreno, en su carácter de Presidente del Comité 

Ejecutivo, presentó en Oficialía de Partes del Consejo General, 

escrito mediante el cual informó las modificaciones efectuadas a la 

integración del Comité Estatal, de conformidad con los acuerdos 

tomados por el Consejo Político del partido, en las sesiones 

celebradas el once y veintisiete de agosto. 

 

Por su parte, el Consejo General el día quince de diciembre dictó 

resolución relativa al Dictamen treinta y cinco, declarando 

improcedente la remoción realizada en contra de los titulares de 

algunas de las secretarias del Comité Ejecutivo. 

 

Ahora bien, conforme al artículo 25, fracción I), de la Ley General, el 

plazo de treinta días empezó a contar a partir de la presentación de 

los documentos ante el Instituto Electoral, es decir a partir del 

diecisiete de octubre, por lo que el plazo de treinta días naturales 

vencían el dieciséis de noviembre siguiente, y no el veintiocho de 

noviembre fecha en que sesionó la Comisión del Régimen, mucho 

menos el quince de diciembre día en que el Pleno del Consejo 

General, declaró el incumplimiento a los requisitos legales y 

estatutarios, siendo evidente el incumplimiento al artículo 25, 

apartado 1, inciso I) de la Ley General, transcurrido en exceso 59 

(cincuenta y nueve) días naturales.   

 

Sin embargo, no le asiste la razón al recurrente cuando afirma que la 

autoridad responsable al no haber emitido el Dictamen treinta y 

                                                      
26

 Artículo 25. 
”1. Son obligaciones de los partidos políticos: 
… 
l) Comunicar al Instituto o a los Organismos Públicos Locales, según 
corresponda, cualquier modificación a sus documentos básicos, dentro de los diez 
días siguientes a la fecha en que se tome el acuerdo correspondiente por el 
partido político. Las modificaciones no surtirán efectos hasta que el Consejo 
General del Instituto declare la procedencia constitucional y legal de las mismas. 
La resolución deberá dictarse en un plazo que no exceda de 30 días naturales 
contados a partir de la presentación de la documentación correspondiente, así 
como los cambios de los integrantes de sus órganos directivos y de su domicilio 
social, en términos de las disposiciones aplicables.´¨ 
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cinco, dentro del término de treinta días, provocó como 

consecuencia el consentimiento tácito de los actos partidistas; lo 

anterior, porque de la lectura del precepto legal antes invocado o de 

algún otro derivado de la normatividad electoral no se advierte que 

como consecuencia del incumplimiento al plazo de treinta días 

naturales, se proceda de conformidad. 

 

Es decir, si bien el Consejo General incumplió con el plazo de treinta 

días naturales para el dictado de la resolución respectiva, lo cierto es 

que a la fecha existe una resolución de aprobación al Dictamen 

treinta y cinco, y de cuya materia de fondo es objeto de análisis en la 

presente sentencia.  

 

No pasa desapercibido que la autoridad responsable refiere que el 

plazo de los treinta días debe computarse en días hábiles, en 

atención a la tesis “PLAZO PARA IMPUGNAR ACTOS EMITIDOS 

DURANTE EL DESARROLLO DE UN PROCESO ELECTORAL, 

QUE NO ESTÉN VINCULADOS A ÉSTE. NO DEBEN 

COMPUTARSE TODOS LOS DÍAS Y HORAS COMO HÁBILES”. 

 

Empero, se considera que dicho criterio no aplica al caso concreto, 

pues si bien el asunto en análisis no está vinculado a proceso 

electoral por tratarse de asuntos internos de un partido, es el caso 

que la Ley General contempla expresamente la forma de 

computarse el plazo de treinta días. 

 

Por lo que, como lo señala el aforismo latín Ubi lex non distinguit, 

nec nos distinguere debemus, que traducido es, donde la ley no 

distingue, nosotros no debemos distinguir, luego entonces, si la ley 

es categórica señalando días naturales, no es posible admitir otra 

interpretación. 

 

Es orientador el criterio sostenido en la Tesis: I.9o.A.2 K27 cuyo rubro 

consagra: “ORDENAMIENTOS JURÍDICOS. EL PLAZO PARA EL 

INICIO DE SU VIGENCIA DEBE COMPUTARSE POR DÍAS 

NATURALES”. 

                                                      
27

 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, agosto de 2001,  
Novena Época, página 1379. 
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Más aun, porque los treinta días naturales se consideran como un 

tiempo razonable y suficiente para tramitar y resolver el fondo, 

tomando en consideración la naturaleza y las características del 

procedimiento. 

 

Lo anterior, salvaguardando el derecho a la tutela judicial efectiva 

reconocido a todo gobernado en los artículos 1728 segundo párrafo 

de la Constitución federal, 829 y 2530 ambos primer párrafo de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, que exigen que 

los juicios y medios de impugnación se tramiten y resuelvan dentro 

de los plazos establecidos por la norma aplicable, en cumplimiento 

al mandato de impartición de justicia de manera completa, pronta y 

expedita. 

 

Sobre estas bases, si bien se debe declara parcialmente fundadas 

las inconformidades aducidas por el partido, resulta insuficiente para 

la revocación del acto reclamado, máxime que para la actualización 

de un consentimiento tácito como lo pretende el recurrente, es 

indispensable que así estuvieran sancionado en la norma aplicable.  

 

Con relación a que este Tribunal proceda a dar vista al Instituto 

Nacional Electoral, a efecto de que éste inicie el procedimiento de 

responsabilidad por violaciones a la Ley Electoral, se dejan a salvo 

los derechos del recurrente a efecto de que éste los haga valer en la 

forma que estime pertinente. 

                                                      
28

 “Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho. 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que 
estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio 
será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales…” 
29

 “Artículo 8.  Garantías Judiciales 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, 
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 
la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter…” 

30
 “Artículo 25.  Protección Judicial 1. Toda persona tiene derecho a un 

recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 
tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, 
aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de 
sus funciones oficiales…” 
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4.4. Improcedente la remoción de los secretarios del Comité 

Ejecutivo. (agravio tercero) 

 

4.4.1 Falta de publicidad a la convocatoria  

 

El presente agravio es parcialmente fundado, pero inoperante para 

la revocación del acto reclamado, por lo siguiente: 

Conforme a los artículos 18,31 20,32 5433 párrafo tercero, y 6934 

párrafo cuarto de los Estatutos, de los cuales se advierte que la 

publicidad de las convocatorias para Asambleas Estatales 

Ordinarias, Extraordinarias, así como Asambleas Municipales, se 

comunicará en los estrados del Comité Ejecutivo, de los Comités 

Directivos Municipales, en su caso, y en los órganos de difusión del 

partido. 

                                                      
31

 “ARTICULO 18. - La Asamblea Estatal Ordinaria se reunirá por lo menos una 
vez al año en el lugar que determine la convocatoria, que deberá ser expedida con 
una anticipación mínima de 10 días naturales a la fecha señalada para la reunión 
y contendrá el respectivo orden del día. La convocatoria será comunicada a todos 
los militantes del partido a través de los estrados del Comité Ejecutivo Estatal, de 
los comités municipales y de los órganos de difusión del Partido de Baja 
California. La Asamblea Estatal será convocada por el Comité Ejecutivo Estatal.” 
32

 “ARTICULO 20. - La Asamblea Estatal Extraordinaria se celebrará cada vez que 
sea convocada por el Comité Ejecutivo Estatal. La convocatoria deberá ser 
expedida con 7 días naturales de anticipación, por lo menos a la fecha fijada para 
la reunión. La convocatoria deberá contener el orden del día y será comunicada 
en la forma que establece el artículo precedente. En el caso particular de la 
asamblea para la modificación o reforma a los presentes Estatutos la convocatoria 
correspondiente será de 15 días naturales.” 
33

 “ARTÍCULO 54. - La Asamblea Municipal es el órgano deliberativo, rector, 
representativo y básico de los militantes del Partido de Baja California, en el 
Municipio de que se trate, y su sede estará en la cabecera correspondiente.  
La Asamblea se reunirá por lo menos una vez al año, a convocatoria del 
respectivo Comité Directivo Municipal. Supletoriamente, podrán ser convocadas 
por el Comité Ejecutivo Estatal.  
La convocatoria será expedida con 10 días naturales de anticipación, por lo menos 
a la fecha de su celebración, y será comunicada a los militantes del municipio 
respectivo, a través de los estrados de los respectivos comités municipales, o de 
los órganos de difusión del Partido” 
34

 “ARTÍCULO 69.- Los órganos competentes de conocer sobre la elección de 
integrantes del Comité Ejecutivo Estatal y de los Comités Directivos Municipales, 
respectivamente, así como, de la elección de precandidatos y candidatos, 
integrarán una Comisión para el Proceso de Elección, que garantizará la 
imparcialidad, equidad, transparencia y legalidad en los procesos de elección.  
La Comisión para el Proceso de Elección, es el órgano colegiado, que tendrá por 
objeto, la organización, realización y seguimiento del proceso electoral para la 
elección correspondiente.  
La Comisión concluirá sus funciones con la declaración de validez de la elección.  
La convocatoria para la elección respectiva, será emitida, a más tardar treinta días 
antes de la fecha en que deba renovarse el Comité, y en el caso de la elección de 
precandidatos y candidatos treinta días antes de la elección respectiva. La difusión 
de la convocatoria deberá publicarse en los estrados físicos y órgano de difusión 
electrónico del Comité Ejecutivo Estatal y de los Comités Directivos Municipales, 
según corresponda….” 
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Por su parte, el artículo 3635 del mismo ordenamiento legal, dispone 

que el Consejo Político se reunirá en sesión ordinaria cuando menos 

una vez al año en el lugar y en la fecha que determine la 

convocatoria expedida por el Presidente.  

 

Como se advierte del precepto legal antes citado, no se contempla la 

forma en que sería comunicada la convocatoria de sesión del 

Consejo Político. 

Sin embargo, conforme a los artículos 18, 20, 54 párrafo tercero, y 

69 párrafo cuarto de los Estatutos, tratándose de una asamblea 

Estatal, la publicidad de la convocatoria deberá comunicarse en los 

estrados del Comité Ejecutivo, y en los órganos de difusión del 

partido, lo anterior, salvaguardando en todo momento los derechos y 

garantías de los militantes a los que se hace referencia en los 

artículos 1,36 fracción I, y 937, fracción II, del ordenamiento legal en 

cita. 

 

Así entonces, tenemos que el PBC afirma que se dio publicidad a la 

convocatoria para la sesión del once de agosto, en las oficinas del 

partido, en la página de internet y por vía electrónica. 

 

Como se aprecia del Dictamen treinta y cinco, la autoridad 

responsable, en el considerando VI.I, inciso A) denominado 

Convocatoria, analizó el documento “Notificación enviada vía 

electrónica de la Convocatoria del 11 de agosto de 2016,” del 

cual advirtió que no se apreciaban los nombres de los destinatarios 

                                                      
35

 “ARTICULO 36. El consejo político estatal se reunirá en sesión ordinaria cuando 
menos una vez al año en el lugar y fecha que determine la convocatoria expedida 
por el Presidente”. 
36

 “ARTICULO 1. – … I. El reconocimiento de la dignidad y el derecho al desarrollo 
integro de la persona humana, el respeto de los derechos fundamentales del 
hombre y los que como ciudadano tiene, de sus organizaciones libremente 
constituidas, promoviendo el derecho a la garantías de los derechos y condiciones 
sociales requeridas para aspirar a una mejor calidad de vida…” 
37

 “ARTICULO 9. - Todo militante del Partido tiene derecho e igualdad de 
condiciones a: 
… 
II.- Participar personalmente y de manera directa o por medio de delegados, en las 
sesiones y reuniones de los órganos del partido, relacionadas con la aprobación 
de los documentos básicos y sus modificaciones, la elección de delegados, 
dirigentes o candidatos a cargo de elección popular, la fusión, coalición, formación 
de frentes y disolución del partido político conforme a las normas establecidas en 
los Estatutos.” 
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a quienes iba dirigida la convocatoria, por lo que dicha documental 

carecía de certeza jurídica.  

 

Asimismo, determinó la responsable que de las pruebas ofrecidas 

por el partido descritas en el antecedente 4 del Dictamen treinta y 

cinco, no se observaba que la convocatoria haya sido publicada en 

los medios idóneos para garantizar el principio de publicidad. 

 

Lo anterior es correcto, toda vez que del acta circunstanciada de 

Inspección Ocular, identificada como: IEEBC/OFICIALÍA/PBC-01/09-

09-2016 de fecha nueve de septiembre,38 solo se puede concluir que 

en fecha nueve de septiembre se corroboró que las cédulas de 

publicidad y de notificación por estrados de los acuerdos tomados el 

once y veintisiete de agosto, se encontraban en los estrados del 

Comité Ejecutivo; de igual forma, que fueron enviados el nueve y 

veinticinco de agosto correos electrónicos a distintos destinatarios, 

informando acerca de unas convocatorias para el Consejo Político. 

 

Inspección Ocular a la que correspondería darle valor probatorio 

pleno, al ser desahogada por una autoridad en el ejercicio de sus 

funciones, no alcanza a acreditar la existencia y colocación de los 

estrados, por la posterioridad de la fecha en que fue realizada, lo 

anterior de conformidad con el artículo 322 y 323 de la Ley Electoral. 

 

Es decir, de ninguna parte de ésta se verifica el que se haya 

encontrado publicada la convocatoria en los estrados del Comité 

Ejecutivo, con anterioridad a la sesión del once de agosto, a efecto 

de salvaguardar el derecho de los militantes a ser debidamente 

convocados, en términos de sus Estatutos. 

 

Aunado, a que lo manifestado por representante y la secretaria 

ejecutiva del partido, sobre que las direcciones electrónicas 

correspondían a los miembros del Consejo Estatal, no es un hecho 

que le hubiere constatado al fedatario, toda vez que no se exhibió 

otro documento por medio del cual se hubiere verificado lo dicho.  

 

                                                      
38

 Obrante de foja 80 a foja 96 de autos.  
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De igual forma, los documentos que integran el expediente relativo a 

la remoción y designación de los secretarios del Comité Ejecutivo, 

remitido en copia certificada por la autoridad responsable,39 no se 

advierte documento alguno que constante lo contrario en el que se 

compruebe que la convocatoria emitida el nueve de agosto, se haya 

publicado en los estrados del Comité Ejecutivo, con anterioridad a la 

sesión del once de agosto.  

 

Pues evidentemente como se observa de las documentales 

publicas40 consistente en dos impresiones de correos electrónicos 

de fecha nueve de agosto, no es posible advertir a quienes 

pertenecen esas cuentas, por lo que resulta correcto que la 

Autoridad responsable haya argumentado que no se podía tener 

certeza de las mismas.   

  

Por lo tanto, no le asiste razón al recurrente, cuando afirma que le 

causa agravio la falta de certeza a la “Notificación enviada vía 

electrónica de la Convocatoria del 11 de agosto de 2016”. 

 

Tampoco le asiste razón cuando dice que se violenta el principio de 

congruencia, argumentando que como se describe al inicio del 

Dictamen treinta y cinco, el nueve de septiembre el fedatario del 

Instituto Electoral dio fe que la convocatoria fue publicada tanto en 

los estrados de las oficinas del partido, en la página de internet y por 

vía electrónica. 

 

Lo anterior es así, porque si bien se hace mención a la inspección 

ocular realizada el nueve de septiembre, que dicho de paso se 

corrobora con el Acta Circunstanciada con motivo de la diligencia de 

inspección ocular,41 remitido en el expediente del Dictamen treinta y 

cinco, esta mención, no se hizo con relación a la certeza del acto, 

sino para efecto de referir la temporalidad de los hechos previos a la 

emisión del acto reclamado, como todo lo que se detalla en los 

antecedentes del Dictamen treinta y cinco. 

 

                                                      
39

 Obrante de foja 47 a la 100 de autos. 
40

 Obrantes a fojas 60 y 69 de autos. 
41

 Obrante a foja 80 de autos. 
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Aunado a que como se manifestó anteriormente, con la prueba de 

inspección ocular de fecha nueve de septiembre, no era posible 

constatar la publicidad de la convocatoria para la sesión de once de 

agosto, dada posterioridad de la diligencia, de ahí la inoperancia del 

documento para constatar los hechos materia de la misma. 

 

Otro motivo de disenso expuesto por el PBC es cuando dice que la 

autoridad responsable no estableció los lineamientos bajo los cuales 

debía de publicarse la convocatoria para la sesión del once de 

agosto, violentándose la garantía de fundamentación y motivación 

consagrado en los artículos 14 y 16 de la Constitución federal. 

 

Con relación a lo anterior, la responsable expone lo siguiente: 

 

“Ahora bien, en relación a la publicidad de la convocatoria referida, se tiene 

que el Partido presentó el documento denominado “Notificación enviada 

electrónicamente de la Convocatoria del 11 de agosto de 2016” a efecto de 

acreditar mediante ésta se hizo de conocimiento la celebración de la sesión 

en comento, a los miembros del Consejo Político Estatal. 

En el cuerpo de dicho documento se observa un listado de direcciones de 

correo electrónico, a los que supuestamente fue enviada la convocatoria 

para la sesión antes aludida, sin precisar los nombres de los destinatarios, 

por lo cual dicha documental carece de certeza jurídica. 

Asimismo, de las documentales ofrecidas por el Partido, descritas en el 

antecedente 4 del presente Dictamen, no se observa que la convocatoria  

en mención, haya sido publicada en los medios idóneos para garantizar el 

principio de publicidad que salvaguarda los derechos de los militantes 

estipulados en los artículos 1 y 9 de los Estatutos, los cuales manifiestan: 

ARTICULO I 

(…) 

I. El reconocimiento de la dignidad y el derecho al desarrollo integro de la 

persona humana, el respeto de los derechos fundamentales del hombre y 

los que como ciudadano tiene, de sus organizaciones libremente 

constituidas, promoviendo el derecho a la garantías de los derechos y 

condiciones sociales requeridas para aspirar a una mejor calidad de vida. 

ARTICULO 9.  

I.- Participar personalmente y de manera directa o por medio de delegados, 

en las sesiones y reuniones de los órganos del partido, relacionadas con la 

aprobación de los documentos básicos y sus modificaciones, la elección de 

delegados, dirigentes o candidatos a cargo de elección popular, la fusión, 

coalición, formación de frentes y disolución del partido político conforme a 

las normas establecidas en los Estatutos.” 
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Como se aprecia del acto reclamado, la responsable dejó de 

establecer cuáles eran los medios por los cuales se debía de 

garantizar la debida publicidad de la convocatoria, violentando con 

ello, las garantías de fundamentación y motivación que deben de 

contener todo acto de autoridad. 

 

El artículo 16 de la Constitución federal establece, en su primer 

párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus 

actos que incidan en la esfera de los gobernados. De manera que la 

falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia 

de tales requisitos. 

 

La fundamentación y motivación se encuentra en el análisis de los 

puntos que integran la litis, es decir, en el estudio de las acciones y 

excepciones del debate, apoyándose en el o los preceptos jurídicos 

que permiten expedirla, así como en la exposición concreta de las 

circunstancias especiales, tomadas en consideración para la emisión 

del acto, siendo necesario, además, que exista adecuación entre los 

motivos aducidos y las normas aplicables al caso. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia con número de 

registro 238212342, emitida por la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto son del tenor 

siguiente: 

 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con el artículo 16 de la 

Constitución federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y 

suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha 

de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo 

segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias 

especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido 

en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que 

exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es 

decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.” 

 

No obstante que la autoridad responsable dejó de fundar y motivó 

adecuadamente el acto reclamado, lo cierto es que no se demostró 

la publicidad de la convocatoria en términos de los preceptos 18, 20, 

54 párrafo tercero, y 69 párrafo cuarto de los Estatutos, es decir, 

                                                      
42

 Semanario Judicial de la Federación, Tomos 97-102, Tercera Parte, Séptima 
Época 



 
RI-03/2017 

26 

darse a conocer mediante los estrados del Comité Ejecutivo, y en los 

órganos de difusión del partido, lo anterior, salvaguardando en todo 

momento los derechos y garantías de los militantes. 

 

Por último, manifiesta el PBC que se transgredió al artículo 41 de la 

Constitución federal, al entrometerse en el autogobierno de los 

partidos políticos. 

 

No le asiste razón al inconforme, puesto que conforme al artículo 29, 

fracción III y V de la Ley de partidos Políticos del Estado de Baja 

California, se determina que son asuntos internos de los partidos 

políticos, la elección de los integrantes de sus órganos internos, 

como para la toma de decisiones por sus órganos internos. 

 

Por lo que con base a lo anterior y de conformidad con el artículo 25 

inciso I), de la Ley General, es obligación de los partidos políticos 

comunicar los acuerdos de los partidos políticos inherentes a los 

cambios de integrantes de sus órganos directivos, y del Instituto u 

Órganos Públicos Locales, resolver conforme a las normas 

constituciones y legales aplicables, las cuestiones sometidas, luego 

entonces, no resulta a capricho del Instituto Electoral conocer los 

acuerdos relativos a los cambios de directivos. 

 

Por lo que es competencia del Instituto Electoral verificar el apego 

de los actos dictados a las normas Constitucionales y legales. 

  

Por lo que sobre estas bases, se declaran parcialmente fundados 

las inconformidades aducidas por el PBC, objeto del presente 

análisis, pero inoperantes para los efectos de la revocación del acto 

reclamado. 

 

4.4.2 Por no incluirse en el orden del día el tema a discusión. 

 

El presente agravio es infundado con base a las siguientes 

consideraciones: 

 

Alega el recurrente que era irrelevante la postura de la Autoridad 

responsable, cuando manifiesta que no se incluyó en el orden del 



 
RI-03/2017 

27 

 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

 

día, la revocación de los secretarios de Finanzas; Acción Política, 

Formación y Capacitación Cívica; Acción Juvenil; Promoción Política 

de la Mujer; y Comunicación Social, pertenecientes al Comité 

Ejecutivo, puesto que con la leyenda “ASUNTOS GENERALES”, se 

infería que se podría ver cualquier tipo de tema inherente al partido. 

 

A fin de determinar la finalidad que tiene el dar a conocer el orden 

del día es conveniente invocar lo establecido en los artículos 18, 19, 

54 párrafo tercero, y 69 párrafo cuarto de los Estatutos, los cuales 

coinciden esencialmente que las convocatorias que se publiquen 

para las reuniones de las asambleas, contendrá el orden del día.  

 

De igual manera, conforme al artículo 35,43 fracción I, de los 

Estatutos, se contempla como facultad y deber del Consejo Político, 

que éste revoque a los miembros del Comité Ejecutivo, cuando 

exista la forma comprobable causa justificada para ello, 

procediéndose en los términos constitucionales basado en el 

derecho de audiencia. 

 

Así pues, si la ley que rige la vida interna del PBC, establece con 

claridad que la revocación de un miembro del Comité Ejecutivo deba 

ser con causa justificada, es lógico que debe darse oportunidad de 

audiencia y defensa a quienes se pretende remover, lo cual sólo 

puede ser posible asentando en el orden del día de la convocatoria, 

que en la sesión se tratará la revocación de los Secretarios del 

Comité Ejecutivo, previo procedimiento de defensa. 

 

Como en el caso no aconteció, como se advierte de la sesión del 

once de agosto, precisamente del punto cinco del orden del día, toda 

vez que el Secretario de Comunicación Social, Jesús García, 

manifestó con relación a los informes de actividades de 2015, que 

no se habían entregado por no ser tema convocado para esa sesión; 

sugiriendo más adelante el Presidente la revocación de diversos 

                                                      
43

 “ARTICULO 35. - Son facultades y deberes del Consejo Político Estatal. 
 I.- Elegir los miembros del Comité Ejecutivo Estatal o revocar las designaciones 
que hubiere hecho cuando considere que exista de forma comprobable causa 
justificada para ello. La revocación procederá en los términos constitucionales 
BASADO EN EL DERECHO DE AUDIENCIA y la cual tendrá que ser aprobada 
por las dos terceras partes cuando menos de los integrantes del Consejo Político 
Estatal” 
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secretarios del Comité Ejecutivo, lo que se acordó por unanimidad, 

sin estar el tema convocado.44 

 

Así entonces, no es irrelevante conocer de manera precisa el tema 

convocado, puesto que ante el desconocimiento de ellos, se 

restringen los derechos de participación personal y directa en las 

sesiones convocadas; libertad de expresión en sus opiniones; y 

garantía de defensa, contenidos en el artículo 9,45 fracción II, III, V y 

VI, de los Estatutos. 

 

Por lo tanto, es una garantía para el convocado conocer el orden del 

día con los temas que serán sometidos a discusión y en su caso 

aprobados, porque otorga al citado la posibilidad de presentarse con 

los argumentos o en su caso las pruebas que estime necesarias, lo 

que está estrechamente relacionado con la garantía de defensa y el 

derecho de audiencia. 

 

Por lo tanto, se concluye que es infundado el agravio hecho valer 

por el recurrente, puesto que el desconocimiento del tema contenido 

en el orden del día restringe los derechos fundamentales de defensa 

y audiencia; máxima la falta de procedimiento previo para resolver 

las remociones aludidas. 

 

4.4.3 Procedimiento de remoción que garantice el derecho de 

audiencia. (agravio tercero) 

 

                                                      
44

 Obrante a foja 63 de autos. 
45

 ARTÍCULO 9.- Todo militante del Partido tiene derecho e igualdad de 
condiciones a: … 
II.- Participar personalmente y de manera directa o por medio de delegados, en las 
sesiones y reuniones de los órganos del partido, relacionadas con la aprobación 
de los documentos básicos y sus modificaciones, la elección de delegados, 
dirigentes o candidatos a cargo de elección popular, la fusión, coalición, formación 
de frentes y disolución del partido político conforme a las normas establecidas en 
los Estatutos.  
III.- Expresar libremente sus opiniones dentro y fuera del partido, incluyendo la 
libertad de criticar dentro de un marco de respeto, atención, solidaridad y 
fraternidad con los demás militantes al partido y las instancias de dirección.  
… 
V.- Ser defendido por todos los medios a disposición del Partido cuando en el 
ejercicio del poder público o privado se le violen cualquiera de sus derechos 
inherentes a su dignidad humana, y hacer frente a violaciones de sus derechos 
estatutarios cometidos por otros afiliados al partido.  
VI.- Acceder a la capacitación y formación política e información para el ejercicio 
de sus derechos políticos y electorales. …” 
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El presente agravio se resuelve infundado con base en las 

siguientes consideraciones. 

 

Con relación a este agravio afirma el recurrente que la Autoridad 

responsable al determinar que el órgano facultado para la remoción 

del cargo lo era la Comisión de Honor y Justicia y no el Consejo 

Político, mediante un procedimiento de remoción que garantice el 

derecho de audiencia, se dejó de observar los consentimientos 

expresos de los funcionarios, los cuales renunciaban a sus cargos 

e incluso al partido, violentándose con ello, el derecho humano de 

acceso a la justicia, libre desarrollo y libertad política.  

 

Ahora bien, conforme al artículo 14,46 primer párrafo de los Estatutos 

la Comisión de Honor y Justicia es el órgano competente para 

conocer y resolver en única instancia, el procedimiento de sanción 

instaurado contra de los militantes, previa solicitud de los militantes o 

del Comité Ejecutivo o de los Comités Directivos Municipales. 

 

El artículo 3947 del citado ordenamiento determina que la Comisión 

de Honor y Justicia, es un órgano colegiado de carácter permanente 

que conocerá y dirimirá las quejas o denuncias, procedimientos y 

recursos, con motivo del incumplimiento de obligaciones de 

militantes; declarará en apego al procedimiento la suspensión o 

destitución de los integrantes de los órganos de gobierno y 

dirección, estatales como municipales, sea en forma parcial o total, 

por grave violación a los documentos básicos del partido de Baja 

California. Por lo que todo militante sujeto a un procedimiento de 

                                                      
46

 “ARTICULO 14.- La Comisión de Honor y Justicia será el órgano competente 
para conocer y resolver en única instancia, el procedimiento de sanción instaurado 
contra los militantes, previa solicitud de los militantes o del Comité Ejecutivo 
Estatal o de los Comités Directivos Municipales, el cual se sujetara a lo 
siguiente:…” 
47

 “ARTÍCULO 39.- La Comisión de Honor y Justicia es el órgano colegiado de 
carácter permanente que tendrá como atribución conocer y dirimir las quejas o 
denuncias, procedimientos y recursos que se presenten con motivo del 
incumplimiento de obligaciones de militantes, la violación a los derechos 
partidarios establecidos en los Estatutos, así como los problemas competenciales 
que se presenten entre sus órganos de gobierno y dirección. De igual forma, será 
competente para resolver y declarar, en apego al procedimiento que prevea el 
Reglamento de la materia, la suspensión o destitución de los integrantes de los 
órganos de gobierno y dirección, tanto estatales como municipales, sea en forma 
parcial o total, cuando éstos incurran en grave violación de los documentos 
básicos del Partido de Baja California. Todo militante sujeto a un procedimiento de 
sanción por parte de la Comisión de Honor y Justicia, tiene derecho a las 
garantías previstas en el apartado correspondiente de estos Estatutos.” 
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sanción tiene derecho a las garantías previstas en el apartado 

correspondiente de estos Estatutos. 

 

Una vez concluido en sus etapas el procedimiento respectivo, la 

Comisión de Honor y Justicia, a quien incumpla con sus obligaciones 

o violente los derechos partidarios previstos en el Estatuto, impondrá 

conforme a la fracción III, la suspensión temporal o destitución del 

cargo partidario. Por lo que para la imposición de las sanciones 

previstas en el presente capítulo, la Comisión de Honor y Justicia 

deberá fundar y motivar en forma debida la resolución 

correspondiente.48  

Ahora bien, conforme al artículo 35, primer párrafo, de los Estatutos, 

se establece que son facultades y deberes del Consejo Político, 

elegir a los miembros del Comité Ejecutivo o revocar las 

designaciones que hubiere hecho cuando considere que exista de 

forma comprobable causa justificada para ello, también 

establece que la revocación procederá en los términos 

constitucionales basado en el Derecho de Audiencia, la cual 

tendrá que ser aprobada por las dos terceras partes cuando menos 

de los integrantes del Consejo Político. 

 

Por lo que de una interpretación funcional y gramatical de los 

preceptos antes invocados, tenemos que tanto la Comisión de Honor 

y Justicia, como el Consejo Político, son competentes para revocar 

las asignaciones de los órganos directivos; el primero, como órgano 

colegiado facultado para conocer y resolver las denuncias o quejas 

que tengan como motivo el incumplimiento a las obligaciones de los 

militantes, declarando en su caso, la destitución de los integrantes 

de los órganos de gobierno y dirección, tanto estatales como 

municipales; y el segundo con base a la facultad conferida por el 

artículo 35, fracción I, de los Estatutos, ambos en el marco de 

respeto a las garantías constitucionales de debido proceso, 

contenido en los artículos 14 segundo párrafo y 16 primer párrafo, 

de la Constitución federal. 

 
                                                      
48

 “ARTÍCULO 13.- La Comisión de Honor y Justicia impondrá a quien incumpla 
con sus obligaciones o violente los derechos partidarios previstos en el presente 
Estatuto, las siguientes sanciones: I. Amonestación; II. Suspensión de derechos 
partidarios, que no podrá ser menor de un mes, ni mayor de un año; III. 
Suspensión temporal o destitución del cargo partidario;…” 
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Tenemos pues, que como lo analizó la autoridad responsable en el 

acto reclamado, y como se desprende del acta de la sesión del 

Consejo Político, de once de agosto, en la que del orden del día 

número 3 y 4, se exponen observaciones e inconformidades al 

trabajo de algunas secretarías del Comité Ejecutivo, se debió 

instaurar ante el órgano colegiado responsable de la impartición de 

justicia extrapartidaria, el procedimiento de remoción en el que se 

respetara el derecho de audiencia, el ofrecimiento de pruebas, y el 

dictado de una resolución sobre la existencia o no de violaciones a 

los Estatutos, imponiendo la sanción correspondiente. 

 

Situación que no fue observada por el Consejo Político, puesto que 

éste únicamente realizó la remoción sin dar cumplimiento a las 

formalidades esenciales del procedimiento, tal y como lo sostuvo la 

Responsable al citar la Jurisprudencia P./J.47/9549 emitida por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dispone:  

 

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. 

SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y 

OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La 

garantía de audiencia establecida por el artículo 14 

constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad 

de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, 

propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone 

a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el 

juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para 

garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y 

que, de manera genérica, se traduce en los siguientes 

requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus 

consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las 

pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de 

alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las 

cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se 

dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es 

evitar la indefensión del afectado.” 

                                                      
49

 jurisprudencia P./J. 47/95, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, página 133. 
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Por lo que, si bien, es facultad del Consejo Político, elegir a los 

miembros del Comité Estatal, como revocar las asignaciones que 

hubiere hecho, cuando exista causa justificada para ello, también es 

su deber proceder en los términos constitucionales, basado en el 

derecho de audiencia, máxime que así lo mandata el artículo 35, 

fracción I, de los Estatutos. 

 

Lo cual debió ser observado por el Consejo Político, en 

concordancia con el artículo 4850, numeral I, inciso c) de la Ley 

General, el cual dispone que el Sistema de Justicia interna de los 

partidos deberá respetar todas las formalidades esenciales del 

procedimiento. 

 

Luego entonces, las remociones acordadas por el Consejo Político, 

sin las formalidades debidas, conforme a los Estatutos se 

encontraron en consecuencia viciadas, por lo que cualquier otra 

sesión a efecto de designar nuevos secretarios del Comité Ejecutivo, 

no tendría validez, al derivar de un acto el cual se encuentra viciado 

de origen. 

 

Ahora bien, el recurrente se duele por el hecho de que se dejaron de 

apreciar diversos escritos de renuncia al cargo, incluso uno de ellos 

de renuncia al partido, por lo cual se violentó en su perjuicio, los 

principios de congruencia, debido a que va en contra del derecho 

humano de acceso a la justicia, al tratar de reponer un 

procedimiento cuando las personas involucradas ya renunciaron a 

sus cargos y consintieron el acto. 

 

No le asiste razón al recurrente, puesto que si bien fueron exhibidas 

las documentales privadas por el PBC, el diecisiete de octubre, y 

posteriormente el veintiocho de noviembre, las mismas no tienen 
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 “Artículo 48. 
1. El sistema de justicia interna de los partidos políticos deberá tener las 
siguientes características: 
a) Tener una sola instancia de resolución de conflictos internos a efecto de 
que las resoluciones se emitan de manera pronta y expedita; 
b) Establecer plazos ciertos para la interposición, sustanciación y resolución 
de los medios de justicia interna; 
c) Respetar todas las formalidades esenciales del procedimiento, y 
d) Ser eficaces formal y materialmente para, en su caso, restituir a los 
afiliados en el goce de los derechos político–electorales en los que resientan un 
agravio.” 
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como objeto acreditar la procedencia de las remociones, como de 

las designaciones del Comité Ejecutivo. 

 

Primero, porque los escritos en mención no abonan a los motivos 

por los cuales se haya procedido a remover a los titulares de las 

secretarias del Comité Ejecutivo, siendo de fechas posteriores a las 

remociones, y segundo porque finalmente las nuevas designaciones 

llevadas a cabo por el Consejo Político, se encuentran viciadas, al 

carecer de validez la sesión de origen, como se analizará más 

adelante en la presente sentencia.   

 

En todo caso, el partido tenía la obligación de llevar a cabo las 

diligencias de ratificación de renuncias a cargo de César Guadalupe 

Loustaunau Terán, Felipe de Jesús Mayoral Mayoral, Rodrigo Anibal 

Otañez Licona, Lorena Mariela Noriega Vélez, y José de Jesús 

García Ojeda, efecto de verificar la autenticidad de las 

manifestaciones vertidas en sus escritos de renuncia, lo anterior en 

términos de la Jurisprudencia número 39/201551 de rubro: 

“RENUNCIA. LAS AUTORIDADES Y ÓRGANOS PARTIDISTAS 

DEBEN CONFIRMAR SU AUTENTICIDAD”. 

 

No es óbice a lo anterior, el hecho de que un secretario del Comité 

Ejecutivo haya renunciado al partido, como tampoco justifica los 

hechos ocurridos, el que se haya presentado una renuncia al cargo 

el mismo día de la sesión, que dicho sea de paso, no fue motivo de 

discusión o cuenta en la sesión de once de agosto. 

 

Así entonces, se concluye que de ninguna manera se exime al 

partido de cumplir con lo dispuesto por la Constitución federal, las 

leyes de la materia, como en sus propios Estatutos, toda vez que 

conforme al artículo 9 de los Estatutos, el partido debe garantizar el 

acceso efectivo de los derechos fundamentales de sus militantes, 

así como dar cumplimiento a los procedimientos disciplinarios 

previstos en su normatividad estatutaria. 

 

No siendo permisible, anteponer las renuncia de los secretarios del 
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 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del 
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Comité Ejecutivo, como forma de convalidación a los actos de 

remoción, y designación de los nuevos secretarios, como pretende 

el PBC, con lo cual se restringen los derechos de participación 

personal y directa en las sesiones convocadas; libertad de expresión 

en sus opiniones; y garantía de defensa, contenidos en el artículo 9, 

fracción II, III, V y VI, de los Estatutos. 

 

4.5 Improcedencia de la designación de nuevos Secretarios del 

Comité Ejecutivo. (agravio cuarto) 

 

4.5.1 Falta de publicidad a la Convocatoria de veintisiete de 

agosto. 

 

El presente agravio es parcialmente fundado, pero inoperante para 

la revocación del acto reclamado, por lo siguiente: 

 

Alega el PBC que se dio publicidad a la convocatoria para la sesión 

del veintisiete de agosto, en las oficinas del partido, en la página de 

internet y por vía electrónica. 

 

De acuerdo con el artículo 6952 párrafo cuarto de los Estatutos, la 

publicidad de la convocatoria para la elección de integrantes del 

Comité Ejecutivo, se comunicará mediante estrados físicos y 

órganos de difusión electrónico del citado Comité. 

  

Por su parte, la autoridad responsable determinó en el Dictamen 

treinta y cinco, considerando VI.II inciso A) denominado 

Convocatoria, que el documento denominado “Notificación 

enviada vía electrónica de la Convocatoria del veintisiete de 
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 “ARTÍCULO 69.- Los órganos competentes de conocer sobre la elección de 
integrantes del Comité Ejecutivo Estatal y de los Comités Directivos Municipales, 
respectivamente, así como, de la elección de precandidatos y candidatos, 
integrarán una Comisión para el Proceso de Elección, que garantizará la 
imparcialidad, equidad, transparencia y legalidad en los procesos de elección. 
La Comisión para el Proceso de Elección, es el órgano colegiado, que tendrá por 
objeto, la organización, realización y seguimiento del proceso electoral para la 
elección correspondiente. La Comisión concluirá sus funciones con la declaración 
de validez de la elección.  
La convocatoria para la elección respectiva, será emitida, a más tardar treinta días 
antes de la fecha en que deba renovarse el Comité, y en el caso de la elección de 
precandidatos y candidatos treinta días antes de la elección respectiva.  
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agosto de 2016,” contenía un listado de direcciones de correo 

electrónicos a los que supuestamente fue enviada la convocatoria, 

sin que de estos se pudieran apreciar los nombres de los 

destinatarios, por lo cual dicha documental carecía de certeza 

jurídica.  

 

Lo anterior es correcto, toda vez que del acta circunstanciada de 

Inspección Ocular, identificada como: IEEBC/OFICIALÍA/PBC-01/09-

09-2016 de fecha nueve de septiembre,53 solo se puede concluir que 

en fecha nueve de septiembre se corroboró que las cédulas de 

publicidad y de notificación por estrados de los acuerdos tomados el 

once y veintisiete de agosto, se encontraban en los estrados del 

Comité Ejecutivo; de igual forma, que fueron enviados el nueve y 

veinticinco de agosto correos electrónicos a distintos destinatarios, 

informando acerca de las convocatorias para el Consejo Político. 

 

Inspección Ocular a la que correspondería darle valor probatorio 

pleno, al ser desahogada por una autoridad en el ejercicio de sus 

funciones, no alcanza a acreditar la existencia y colocación de los 

estrados, lo anterior de conformidad con el artículo 322 y 323 de la 

Ley Electoral. 

 

Es decir, de ninguna parte de ésta se verifica el que se haya 

encontrado publicada la convocatoria en los estrados del Comité 

Ejecutivo, con anterioridad a la sesión del veintisiete de agosto, a 

efecto de salvaguardar el derecho de los militantes a ser 

debidamente convocados, en términos de sus Estatutos. 

 

Aunado, a que lo manifestado por representante y la secretaria 

ejecutiva del partido, sobre que las direcciones electrónicas 

correspondían a los miembros del Consejo Estatal, no es un hecho 

que le hubiere constatado al fedatario, toda vez que no se exhibió 

otro documento por medio del cual se hubiere verificado lo dicho.  

 

De igual forma, los documentos que integran el expediente relativo a 

la remoción y designación de los secretarios del Comité Ejecutivo, 
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 Obrante de foja 80 a foja 96 de autos.  
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remitido en copia certificada por la autoridad responsable,54 no se 

advierte documento alguno que constante lo contrario en el que se 

compruebe que la convocatoria emitida el veinticinco de agosto, se 

haya publicado en los estrados del Comité Ejecutivo, con 

anterioridad a la sesión del veintisiete de agosto.  

 

Pues evidentemente como se observa de la documental55 

consistente en impresión de correo electrónico de fecha veinticinco 

de agosto, no es posible advertir a quienes pertenecen las cuentas 

de los destinatarios, por lo que resulta correcto que la Autoridad 

responsable haya argumentado que no se podía tener certeza de las 

mismas.   

  

Por lo tanto, no le asiste razón al recurrente, cuando afirma que le 

causa agravio la falta de certeza a la notificación enviada vía 

electrónica de la convocatoria del veintisiete de agosto. 

 

Tampoco le asiste razón al recurrente cuando dice que se violenta el 

principio de congruencia, argumentando que como se describe al 

inicio del Dictamen treinta y cinco, el nueve de septiembre el 

fedatario del Instituto Electoral dio fe que la convocatoria fue 

publicada tanto en los estrados de las oficinas del partido, en la 

página de internet y por vía electrónica. 

 

Lo anterior es así, porque si bien se hace mención a la inspección 

ocular realizada el nueve de septiembre, que dicho de paso se 

corrobora con la documental pública consistente en Acta 

Circunstanciada con motivo de la diligencia de inspección ocular,56 

remitido en el expediente del Dictamen treinta y cinco, esta mención, 

no se hizo con relación a la certeza del acto, sino para efecto de 

referir la temporalidad de los hechos previos a la emisión del acto 

reclamado, como los hechos que se detalla en los antecedentes del 

Dictamen aludido. 

 

Aunado a que como se manifestó anteriormente, con la prueba de 

inspección ocular de fecha nueve de septiembre, no era posible 
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 Obrante a foja 69 de autos. 
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 Obrante a foja 80 de autos. 
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constatar la publicidad de la convocatoria para la sesión de 

veintisiete de agosto, dada posterioridad de la diligencia, de ahí la 

inoperancia del documento para constatar los hechos materia de la 

misma.  

 

Otro motivo de disenso expuesto por el PBC es cuando dice que la 

autoridad responsable no estableció los lineamientos bajo los cuales 

debía de publicarse la convocatoria para la sesión del veintisiete de 

agosto, violentándose la garantía de fundamentación y motivación 

consagrado en los artículos 14 y 16 de la Constitución federal. 

 

Con relación a lo anterior, la responsable expone lo siguiente: 

 

“Ahora bien, en relación a la publicidad de la convocatoria referida, se tiene que el 

Partido presentó el documento denominado “Notificación enviada 

electrónicamente de la Convocatoria del 27 de agosto de 2016” a efecto de 

acreditar mediante ésta se hizo de conocimiento la celebración de la sesión en 

comento, a los miembros del Consejo Político Estatal. En el cuerpo de dicho 

documento se observa un listado de direcciones de correos electrónicos, a los que 

supuestamente fue enviada la convocatoria para la sesión antes aludida, sin 

precisar los nombres de los destinatarios, por lo cual dicha documental carece de 

certeza jurídica.” 

 

Como se aprecia del acto reclamado, la responsable dejó de 

establecer cuáles eran los medios por los cuales se debía de 

garantizar la debida publicidad de la convocatoria, violentando con 

ello, las garantías de fundamentación y motivación que deben de 

contener todo acto de autoridad. 

 

El artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el 

imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que 

incidan en la esfera de los gobernados. De manera que la falta de 

fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de 

tales requisitos. 

 

La fundamentación y motivación de una resolución se encuentra en 

el análisis de los puntos que integran la litis, es decir, en el estudio 

de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o los 

preceptos jurídicos que permiten expedirla, así como en la 

exposición concreta de las circunstancias especiales, tomadas en 
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consideración para la emisión del acto, siendo necesario, además, 

que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas 

aplicables al caso. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia con número de 

registro 238212357, emitida por la Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto son del tenor 

siguiente: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con 

el artículo 16 de la Constitución federal, todo acto de autoridad debe 

estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, 

entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el 

precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también 

deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, 

razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 

consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, 

que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas 

aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las 

hipótesis normativas.” 

 

No obstante que la autoridad responsable dejó de fundar y motivó 

adecuadamente el acto reclamado, lo cierto es que se omitió llevar a 

cabo la publicidad de la convocatoria en términos del artículo 69, 

párrafo cuarto, de los Estatutos, es decir, darse a conocer en los 

estrados físicos y órgano de difusión electrónico del Comité 

Ejecutivo. 

 

Por último, manifiesta el PBC que se transgredió al artículo 41 de la 

Constitución federal, al entrometerse en el autogobierno de los 

partidos políticos. 

 

Sin embargo, no le asiste razón al inconforme, puesto que como se 

mencionó anteriormente, no se cumplió con la publicidad de la 

convocatoria en los estrados físicos del Comité, como tampoco en el 

órgano de difusión electrónico, aunado a que por disposición 

expresa contenida en el artículo 25 inciso I), de la Ley General, es 

obligación de los partidos políticos comunicar los acuerdos de los 
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partidos políticos inherentes a los cambios de integrantes de sus 

órganos directivos, y del Instituto u Órganos Públicos Locales, 

resolver conforme a las normas constituciones y legales las 

cuestiones sometidas. 

 

Por lo que es competencia del Instituto Electoral verificar los 

acuerdos de los partidos políticos inherentes a los cambios de 

integrantes de sus órganos directivos, con apego de los actos 

dictados a las normas Constitucionales y legales. 

  

Por lo que sobre estas bases, se declaran parcialmente 

infundados las inconformidades aducidas por el PBC, objeto del 

presente análisis, pero inoperantes para los efectos de la revocación 

del acto reclamado. 

 

4.5.2 Procedimiento de Elección de integrantes del Comité 

Ejecutivo. (agravio cuarto)   

 

El presente agravio es infundado con motivo de las siguientes 

consideraciones. 

 

Causa agravio al recurrente que la Autoridad responsable, haya 

determinado que no se cumplieron con los artículos 66, 69 y 70 de 

los Estatutos, sin determinar las razones por los cuales se 

violentaron dichos preceptos, así como los lineamientos para los 

nombramientos de los integrantes del Comité Ejecutivo, emitiendo 

con ello, una resolución carente de fundamentación y motivación, en 

violación a los artículos 14 y 16 de la Constitución federal. 

 

De igual manera argumenta que si el Consejo Político, tiene 

facultades para elegir a los miembros del Comité Estatal, en 

términos del artículo 35 de los Estatutos, al pasarlo por alto, se 

violentó el artículo 41 Constitucional, que consagra la autonomía de 

los partidos políticos. 
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Conforme a los Estatutos, el artículo 6658, dispone cuales son los 

requisitos para ser dirigente, entre ellos, participar y ser electo o 

designado con apego a lo establecido en los presentes Estatutos y 

en la Convocatoria respectiva. 

 

Al respecto, el artículo 6959 de los Estatutos, determina que los 

órganos competentes de conocer sobre la elección de integrantes 

del Comité Ejecutivo y de los Comités Directivos Municipales, 

respectivamente, así como, de la elección de precandidatos y 

candidatos, integrarán una Comisión para el Proceso de Elección, 

quien garantizará la imparcialidad, equidad, transparencia y 

legalidad en los procesos de elección. 

 

La Comisión para el Proceso de Elección, será el órgano colegiado, 

que tendrá por objeto, la organización, realización y seguimiento del 

proceso electoral para la elección correspondiente, la cual concluirá 

sus funciones con la declaratoria de validez de la elección.  

 

La convocatoria para la elección respectiva, será emitida, a más 

tardar treinta días antes de la fecha en que deba renovarse el 
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 “ARTÍCULO 66. - Para ser dirigente del Partido Estatal de Baja California, se 
deberá cumplir con los requisitos siguientes, además de satisfacer los específicos 
que reglamentariamente se establezcan para el cargo que se trate: 
I.- Ser militantes de convicciones afines a la ideología del Partido y de 
comprobada disciplina y lealtad al Partido. 
II.- Tener y comprobar residencia en Baja California por lo menos de 3 años, 
excepto cuando se hubiera desempeñado una Comisión partidista ó de sus 
organizaciones sectoriales.  
III.- Acreditar como mínimo una militancia en el Partido de un año. 
IV.- En los casos de Presidente y Secretario General del Comité Ejecutivo Estatal, 
acreditar como mínimo una militancia en el Partido de tres años.  
V.- Estar al corriente en el pago de sus cuotas al Partido.  
VI.- Acreditar ante los órganos competentes que se reúnen los requisitos exigidos;  
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presentes Estatutos y en la Convocatoria respectiva” 
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 “ARTÍCULO 69.- Los órganos competentes de conocer sobre la elección de 
integrantes del Comité Ejecutivo Estatal y de los Comités Directivos Municipales, 
respectivamente, así como, de la elección de precandidatos y candidatos, 
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imparcialidad, equidad, transparencia y legalidad en los procesos de elección. 
La Comisión para el Proceso de Elección, es el órgano colegiado, que tendrá por 
objeto, la organización, realización y seguimiento del proceso electoral para la 
elección correspondiente. La Comisión concluirá sus funciones con la declaración 
de validez de la elección.  
La convocatoria para la elección respectiva, será emitida, a más tardar treinta días 
antes de la fecha en que deba renovarse el Comité, y en el caso de la elección de 
precandidatos y candidatos treinta días antes de la elección respectiva.  
La difusión de la convocatoria deberá publicarse en los estrados físicos y órgano 
de difusión electrónico del Comité Ejecutivo Estatal y de los Comités Directivos 
Municipales, según corresponda….” 



 
RI-03/2017 

41 

 

 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ELECTORAL 
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

 

Comité, y en el caso de la elección de precandidatos y candidatos 

treinta días antes de la elección respectiva. 

 

La difusión de la convocatoria deberá publicarse en los estrados 

físicos y órgano de difusión electrónico del Comité Ejecutivo y de los 

Comités Directivos Municipales, según corresponda. 

 

Por su parte, el artículo 7060 de los Estatutos, dispone que el registro 

de los aspirantes a integrar el Comité Ejecutivo y los Comités 

Directivos Municipales, se hará por escrito y por planillas ante la 

Comisión del proceso de elección, cuando se trate de renovación del 

Comité respectivo, y que en caso de elección para cubrir la falta 

definitiva de algunos de los integrantes de los comités, el registro se 

hará en forma individual. 

 

Por lo que, una vez concluida la etapa de registro de solicitudes, la 

Comisión del proceso de elección deberá publicar en los estrados 

físicos y órgano de difusión electrónico del Comité Ejecutivo y de los 

Comités Directivos Municipales, según corresponda, los nombres de 

los aspirantes que solicitaron su registro. 

 

La elección se realizará por los órganos partidistas competentes, 

entre los candidatos y planillas cuyo registro hayan cumplido con los 

requisitos de elegibilidad en los términos de los Estatutos y la 

convocatoria respectiva, según el dictamen que formule la Comisión 

del proceso de elección. 
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 “ARTÍCULO 70.- El registro de aspirantes a integrar el Comité Ejecutivo Estatal 
y los Comités Directivos Municipales, se hará por escrito y por planillas ante la 
Comisión, cuando se trate de renovación del Comité respectivo. En caso, de que 
la elección sea para cubrir la falta definitiva de algunos de los integrantes de los 
comités, el registro se hará en forma individual.  
Para el registro de precandidatos y candidatos se efectuara en los términos que 
establezca la convocatoria respectiva.  
Una vez concluida la etapa de registro de solicitudes, la Comisión deberá publicar 
en los estrados físicos y órgano de difusión electrónico del Comité Ejecutivo 
Estatal y de los Comités Directivos Municipales, según corresponda, los nombres 
de los aspirantes que solicitaron su registro.  
La elección se realizará por los órganos partidistas competentes, entre los 
candidatos y planillas cuyo registro hayan cumplido con los requisitos de 
elegibilidad en los términos de los Estatutos y la convocatoria respectiva, según el 
dictamen que formule la Comisión.  
Las inconformidades serán resueltas por la Comisión de Honor y Justicia y 
mediante el procedimiento previsto en los presente Estatutos. Concluido el plazo 
de impugnaciones, la elección adquirirá carácter de definitivo. 
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Las inconformidades serán resueltas por la Comisión de Honor y 

Justicia y mediante el procedimiento previsto en los presente 

Estatutos. Concluido el plazo de impugnaciones, la elección 

adquirirá carácter de definitivo. 

 

De igual forma, el artículo 4461, fracción X, de los Estatutos, se 

contempla, como atribuciones del Presidente del Comité Ejecutivo, 

el proponer al Consejo Político, la designación de sus titulares, así 

como la facultad del Consejo Político de elegir a los miembros del 

Comité Ejecutivo, en términos del artículo 35 primer párrafo. 

 

Por lo tanto, conforme a los preceptos antes citados, para el caso 

de existir vacantes en los órganos integrantes de los Comités, se 

debe integrar una Comisión para el Proceso de Elección, quien 

emitirá una convocatoria treinta días antes de la renovación de sus 

órganos, la cual se dará a conocer por estrados físicos y el órgano 

de difusión electrónico del Comité Ejecutivo, situación que no 

aconteció en la especie.  

Y si bien, el Consejo Político tiene facultades para elegir a los 

miembros del Comité Ejecutivo, que en su caso le hayan propuesto, 

esta facultad se debió sujetar al procedimiento de elegibilidad 

contenido en los artículos 66, 69 y 70, situación que no aconteció en 

la especie. 

  

Ahora, como lo señaló la autoridad responsable a foja 17 del acto 

impugnado: “es facultad del Presidente del Comité Estatal proponer 

al Consejo Político Estatal la designación de titulares de dicho 

Comité, según lo estipulado por el artículo 44, fracción X, de los 

Estatutos del Partido, que a la letra señala: Dirigir y vigilar el trabajo 

de la secretaría, comisiones y demás órganos del Comité Ejecutivo 

Estatal, y proponer al Consejo Político Estatal la designación de los 

Titulares respectivo” esta facultad deberá aplicarse observando las 

formalidades del procedimiento para elección de dirigentes, prevista 

en los artículo 66, 69 y 70 de los Estatutos. 
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Asimismo, señaló que de la documental “Acta de Sesión del 

Consejo Político del Partido de Baja California” de fecha 

veintisiete de agosto, no se desprendía que se haya cumplido con el 

procedimiento de elección de dirigentes previsto en los artículos 66, 

69 y 70 de los Estatutos, siendo un requisito formal esencial de 

validez.  

 

Luego entonces, la autoridad responsable si fundó y motivó el acto 

reclamado, puesto que, señaló la facultad del Presidente del Comité 

Estatal al proponer al Consejo Político la designación de titulares, la 

cual debía observar las formalidades del procedimiento para 

elección de dirigentes, en los términos de los artículos 66, 69 y 70 de 

los Estatutos, y que de los documentos exhibidos por el partido, no 

se desprendía el procedimiento de elección aludido; de ahí que se 

hayan expresado las razones por las cuales se violentaron dichos 

preceptos. 

 

Aunado a que es un deber de los dirigentes, conocer de los 

Estatutos de su partido, a efecto de instaurar el procedimiento de 

elección, al que hizo referencia la Responsable.  

 

No obstante todo lo anterior, se insiste en el hecho de que la sesión 

del Consejo Político de once de agosto, no cumplió con las 

exigencias requeridas en los Estatutos para la celebración de una 

asamblea, como tampoco garantizó los derechos de los militantes 

afectados, adoleciendo el acto de los requisitos formales de validez. 

 

Luego entonces, la sesión del Consejo Político celebrada el 

veintisiete de agosto, también carece de validez, puesto que deriva 

directa e inmediatamente del otro acto. Es decir, no puede 

considerarse como válido un acto que se base en otro que, a su vez, 

no cuenta con los requisitos exigidos. Lo anterior, dada la existencia 

de una relación causal.  

 

Por otra parte, relativo a los escritos de renuncia presentados por los 

Secretarios del Comité Ejecutivo, estos debieron ser perfeccionados 

mediante el procedimiento de ratificación, llevado a cabo por el 
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órgano competente, a efecto de garantizar la autenticidad de las 

manifestaciones vertidas en los escritos. 

 

Por último, manifiesta el recurrente que se transgredió al artículo 41 

de la Constitución federal, al entrometerse en el autogobierno de los 

partidos políticos. 

 

Sin embargo, no le asiste razón al inconforme, puesto que como se 

mencionó anteriormente, no se cumplió con las formalidades del 

procedimiento de elección de dirigentes, aunado a que por 

disposición expresa contenida en el inciso I) del artículo 25 de la Ley 

General, es obligación de los partidos políticos comunicar los 

acuerdos de los partidos políticos inherentes a los cambios de 

integrantes de sus órganos directivos, y a los Órganos Públicos 

Locales, resolver conforme a las normas constituciones y legales 

aplicables, las cuestiones que le son sometidas. 

 

4.6. Si se establecieron los lineamientos a efecto de regularizar 

el procedimiento (agravio quinto)   

 

A saber, el recurrente manifiesta que la Autoridad responsable viola 

el derecho humano de Acceso a la Justicia, consagrado en los 

artículos 17 y 35 de la Constitución federal, porque “al no haber 

aprobado el Dictamen treinta y cinco,” debió establecer los 

lineamientos bajo los cuales se debería regularizar el procedimiento, 

otorgando un término para tal efecto. 

 

Con relación al presente agravio se declara infundado, toda vez 

que la Autoridad responsable si delimitó los lineamientos, bajo los 

cuales se debió realizar tanto un procedimiento de remoción como 

de selección de dirigentes, del PBC.  

 

Al efecto, la Autoridad responsable indicó expresamente en el 

Dictamen treinta y cinco, lo siguiente:  

 

“Que de conformidad con los artículos 39, inciso j) y K), 40, inciso c) y 

h), 43, inciso e), 46, numeral 2 y 47, numeral 1, 2 y 3 y 48 de la Ley 

General, los Estatutos de los Partidos Políticos deberán establecer 

los derechos de sus militantes, así como las normas, plazos y 
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procedimientos que garanticen el acceso a la justicia intrapartidaria, 

para lo cual contarán con órganos de decisión colegiada 

responsables de resolver las controversias relacionadas con sus 

asuntos interno, procurando ponderar los derechos políticos de los 

ciudadanos en relación con los principios de auto organización y 

autodeterminación que gozan los partidos políticos. 

[…] 

Lo anterior es así, toda vez que el Partido debió llevar a cabo la 

remoción aludida mediante el órgano de decisión colegiada, 

responsable de impartición de justicia intrapartidaria, es decir, 

mediante la Comisión de Honor y Justicia, la cual según lo 

establecido en el artículo 39 de su normatividad estatutaria, está 

facultada para conocer y dirimir las quejas o denuncias, 

procedimientos y recursos que presenten con motivo de 

incumplimiento de obligaciones de militantes, violación a los derechos 

partidarios, así como problemas competenciales. De igual forma está 

facultada de imponer sanciones a quien incumpla con sus 

obligaciones o violente los derechos partidarios previstos en los 

Estatutos, misma que se encuentran previstas en el artículo 13 de 

estos, como se transcribe: 

[…] 

En ese sentido, la Comisión de Honor y Justicia, en uso de sus 

facultades conferidas por la normatividad estatutaria, debió de 

implementar el procedimiento de sanción instaurado contra los 

militantes previa solicitud del Comité Estatal del Partido, en 

términos de lo estipulado por el artículo 14, de los Estatutos, que a la 

letra señala: 

[…] 

Como se observa, existe un órgano encargado de imponer las 

sanciones a los militantes del Partido que incumplan con sus 

obligaciones o violenten los derechos partidarios, denominada 

Comisión de Honor y Justicia, la cual tienen dentro de sus 

atribuciones, las de imponer la sanción correspondiente, previo al 

seguimiento de un trámite que comprenda en primer término la 

solicitud de procedimiento de sanción, que la misma reuna los 

requisitos establecidos, la citación al presunto infractor, la 

celebración de una audiencia, el ofrecimiento de pruebas, el 

dictado de una resolución sobre la existencia o no de 

violaciones a los Estatutos, y en su caso, impondrá al militante 

responsable la sanción correspondiente, situación que no fue 

realizada por el órgano colegiado anteriormente referido, ni por el 

Consejo Político Estatal, puesto que este únicamente realizó la 

remoción sin dar cumplimiento a las formalidades esenciales del 

procedimiento. 

[…] 
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Sin embargo, la resolución tomada por el Consejo Político Estatal en 

fecha 11 de agosto de 2016, relativa a la remoción de los Secretarios 

de Finanzas; Acción Política Formación y Capacitación Cívica, Acción 

Juvenil; Promoción Política de la Mujer; y Comunicación Social, del 

Comité Estatal, no se realizó mediante un procedimiento donde se 

garantizaran los derechos de los militantes afectados, en 

cumplimiento a lo establecido en los Estatutos del Partido. 

[…] 

De lo anterior se advierte, que si bien es cierto es facultad del 

Presidente del Comité Estatal la de proponer al Consejo Político 

Estatal la designación de titulares de dicho Comité, según lo 

estipulado por el artículo 44, fracción X, de los Estatutos del Partido, 

que a la letra señala: “Dirigir y vigilar el trabajo de las secretarías, 

comisiones y demás órganos del Comité Ejecutivo Estatal, y proponer 

al Consejo Político Estatal la designación de los titulares respectivos” 

esta facultad deberá aplicarse observando las formalidades del 

procedimiento para la elección de dirigentes, previstas en los 

artículos 66, 69 y 70 de los Estatutos del Partido, que a la letra 

señalan: 

[…] 

En ese sentido, es importante mencionar que del documento 

denominado “Acta de Sesión del Consejo Político del Partido de Baja 

California” de fecha 27 de agosto de 2016, aludido en el párrafo que 

antecede, no se desprende que se haya cumplido con el 

procedimiento de elección de dirigentes previsto en los artículos 

66, 69 y 70 de los Estatutos, siendo un requisito formal esencial de 

validez. 

[…] 

Por último, se advierte lo previsto en el artículo 25, inciso I) de la Ley 

General, relativo a la obligación de los partidos políticos de 

comunicar al Instituto o a los Órganos Públicos Locales, según 

corresponda, cualquier cambio en la integración de su órganos 

directivos, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se 

tome el acuerdo correspondiente por el partido político…”      

 

Énfasis añadido. 

 

En este orden, la Autoridad responsable, si precisó cuáles serían los 

lineamientos bajo los cuales se debería realizar el procedimiento de 

remoción, como de selección de dirigentes, del PBC. 

 

Puesto que como se advierte del Dictamen treinta y cinco, respecto 

del procedimiento disciplinario, se estableció: a) Llevar a cabo la 

remoción aludida mediante el órgano de decisión colegiada, 
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responsable de impartición de justicia intrapartidaria, es decir, 

mediante la Comisión de Honor y Justicia;  b) El seguimiento de un 

trámite que comprenda en primer término la solicitud de 

procedimiento de sanción; c) La Comisión de Honor y Justicia, en 

uso de sus facultades conferidas por la normatividad estatutaria, 

debe de implementar el procedimiento de sanción instaurado contra 

los militantes previa solicitud del Comité Estatal del partido; d) La 

celebración de una audiencia; e) El ofrecimiento de pruebas; f) El 

dictado de una resolución sobre la existencia o no de violaciones a 

los Estatutos, y en su caso, la imposición al responsable de la 

sanción correspondiente. 

 

Y respecto de las vacantes del Consejo Político, puntualizó: a) llevar 

a cabo un procedimiento de elección de dirigentes, b) Observar las 

obligaciones, y formalidades del procedimiento previstas en los 

artículos 66, 69 y 70 de los Estatutos del partido. 

 

Finalmente es conveniente manifestar que conforme al artículo 25 

inciso I) de la Ley General, la facultad del Instituto u Organismos 

Públicos Locales de resolver sobre asuntos internos de los partidos 

políticos, debe ser con base a los preceptos Constituciones, legales 

y Estatutarios en la materia, a efecto de verificar que se cumplan los 

derechos de sus militantes, normas, plazos, y procedimientos, 

ponderando los derechos políticos de los ciudadano, en el margen 

de los principios de autogobierno y autodeterminación que gozan los 

partidos.   

 

4.7. Incumplimiento a la obligación de comunicar los cambios 

de los integrantes de sus órganos directivos. (agravio sexto)    

 

El presente agravio se declara infundado por las siguientes 

razones. 

 

Manifiesta el recurrente que se violenta el artículo 25 inciso I) de la 

Ley General, toda vez que no es posible declarar la nulidad de los 

acuerdos tomados por incumplimiento en el plazo, al no estar 

regulado en dicho precepto, en todo caso debió imponer una 

amonestación por dicha omisión, y puesto que se determinó entrar al 
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estudio de fondo, la postura de la autoridad responsable resultó 

incongruente. 

 

Por su parte, la autoridad responsable advirtió que conforme a lo 

previsto por el artículo aludido, la obligación de los partidos políticos 

de comunicar al Instituto Electoral, cualquier cambio en la 

integración de sus órganos directivos, dentro del plazo de diez días 

siguientes a la fecha en que se tome el acuerdo, no había 

acontecido, puesto que el diecisiete de octubre, el partido comunicó 

a ese Órgano Electoral las modificaciones efectuadas a la 

integración de su Comité, las cuales se efectuaron el once y 

veintisiete de agosto. 

 

En primer orden, tenemos que el recurrente parte de una 

apreciación equivoca con respecto a lo manifestado por la autoridad 

responsable, toda vez que con relación al incumplimiento del PBC 

de comunicar al Instituto Electoral los cambios del Comité Ejecutivo, 

de ninguna manera se desprende que la autoridad haya declarado la 

ilegalidad, invalidez o nulidad del acto, como lo pretende hacerlo 

valer el inconforme.  

 

Toda vez que, la falta de validez a la que se refirió la Responsable, 

fue con motivo del incumplimiento a las formalidades esenciales del 

procedimiento tendientes a salvaguardar los derechos de los 

militantes del partido, como se ha expuesto en la presente 

sentencia, referentes a la falta de apego a la normatividad 

Constitucional, legal y estatutaria de los actos realizados en el 

procedimiento interno de remoción, y en consecuencia también en la 

designación de los nuevos integrantes del Comité Ejecutivo.  

 

Y no, con motivo del incumplimiento al artículo 25, fracción I de la 

Ley General, puesto que el precepto antes invocado, no faculta para 

imponer algún tipo de sanción, con motivo de faltar al plazo. 

 

De igual manera, tampoco le asiste la razón al recurrente, cuando 

afirma que es incongruente el que se haya invalidado el acto 

partidista por no haber exhibido el documento dentro del término de 

diez días, y que por otra parte, se decidió entrar al estudio de fondo. 
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Lo anterior, puesto que como ya se dijo y se insiste, la autoridad 

responsable no determinó la invalidez del acto por razón de 

incumplir con el plazo, sino con motivo de las formalidades 

esenciales no observadas.  

 

Con base a las consideraciones expuestas, lo procedente es 

confirmar el acto impugnado. 

 

RESOLUTIVO 

ÚNICO. Conforme a la materia de impugnación se confirma el acto 

impugnado. 

 

NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvió el Pleno del Tribunal de Justicia Electoral del Estado 

de Baja California, por UNANIMIDAD de votos de los Magistrados 

que lo integran, ante la Secretaria General de Acuerdos, quien 

autoriza y  
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